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PRÓLOGO

			Esta cuadragésima sexta edición (con la singularidad que luego se verá) tiene como principal objetivo la revisión y actualización de la obra, acogiendo las novedades normativas y jurisprudenciales producidas desde la aparición de la anterior edición, fechada doce meses atrás, en julio de 2024. Para dar una idea de las materias alteradas resulta muy gráfico inventariar las principales normas que las contienen.

			Por un lado, se da cuenta de las innovaciones derivadas del Reglamento (UE) 2024/1689 sobre inteligencia artificial; Directiva (UE) 2024/1712 sobre trata de seres humanos; Directiva (UE) 2024/2831 sobre trabajo en plataformas. También de la Ratificación de los Convenios OIT sobre seguridad y salud en la construcción (julio 2024) o en la agricultura (agosto 2024).

			Ya en el plano interno se han promulgado varias Leyes Orgánicas de interés: 1) LO 2/2024, de 1.8, de representación paritaria y presencia equilibrada de mujeres y hombres; 2) LO 5/2024, de 11.11, sobre derecho de defensa; 3) LO 1/2025 de 2.1, de Eficiencia del Servicio Público de Justicia.

			Igualmente, ha sido preciso incorporar el contenido de Leyes ordinarias: 1) Ley 3/2024, de 30.10, sobre protección ante la Esclerosis Lateral Amiotrófica y otras enfermedades; 2) Ley 4/2024, de 8.11, sobre agentes forestales y medioambientales; 3) Ley 5/2024, de 8.11, sobre bomberos forestales; 4) Ley 6/2024, de 20.12, sobre protección de donantes en vivo de órganos o tejidos; 5) Ley 2/2025, de 29.4, sobre aspectos laborales y de Seguridad Social de la incapacidad permanente.

			Entre las numerosas normas de urgencia destacan las siguientes: 1) RDL 6/2024, de 5.11, sobre medidas urgentes de respuesta a los daños de la DANA; 2) RDL 11/2024, de 23.12, sobre compatibilidad de la pensión de jubilación con el trabajo; 3) RDL 9/2024, de 23.12, sobre medidas urgentes en materia económica y de Seguridad Social (derogado); 4) RDL 1/2025, de 28.1, sobre medidas frente a situaciones de vulnerabilidad

			Numerosos preceptos reglamentarios aparecen en esta edición: 1) RD 612/2024, de 2.7, sobre protección frente a agentes cancerígenos; 2) RD 758/2024, de 30.7, creando el Consejo de la Productividad; 3) RD 708/2024, de 23.7, sobre Estatuto de cooperantes; 4) RD 893/2024, de 10.9, sobre seguridad y salud en empleo doméstico; 5) RD 1026/2024, de 8.10, sobre igualdad y no discriminación de las personas LGTBI en las empresas; 6) RD 1086/2024, de 22.10, sobre planes y fondos de pensiones; 7) RD 1155/2024, de 19.11, sobre extranjería; 8) RD 1248/2024, de 10.12, modificando programas comunes de activación para el empleo; 9) RD 100/2025, de 18.2, sobre Fondo de Reserva de la Seguridad Social; 10) RD 87/2025, de 11.2, sobre SMI para 2025; 11) RD 86/2025, de 11.2, sobre competencias básicas adquiridas por experiencia laboral o vías informales; 12) RD 69/2025, de 4.2, sobre elementos integrantes e instrumentos de gestión del Sistema Nacional de Formación Profesional; 13) RD 316/2025, de 15.4, sobre revalorización de pensiones; 14) Orden IGD/954/2024, de 5.9, sobre el distintivo «Igualdad en la Empresa»; 15) Orden TES/1324/2024, de 20.11, en materia de ETTs; 16) Orden ISM/1488/2024, de 27.12, sobre gestión colectiva de contrataciones en origen para 2025; 17) Orden PJC/1473/2024, de 26.12, sobre cotización; 18) Orden PJC/178/2025, de 25.2, sobre cotización; 19) Orden ISM/444/2025, de 30.4, sobre inclusión de patologías para anticipar la jubilación de personas con discapacidad. 20) RD 402/2025, de 27.5, sobre procedimiento para aprobar coeficientes reductores en jubilación; 21) RD 633/2025, de 15.7, sobre la Estrategia de empleo 2025-2028.

			A esas actualizaciones e innovaciones se suma la incorporación de resoluciones relevantes, en particular del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo, así como del Tribunal de Justicia de la Unión Europea y del Tribunal Europeo de Derechos Humanos.

			Igualmente se han actualizado las numerosas ilustraciones estadísticas que proporcionan datos básicos para la mejor comprensión de nuestra disciplina: datos sobre población activa, ocupada y en paro; convenios colectivos; modalidades de contratos de trabajo; empresas de trabajo temporal y contratos de puesta a disposición; personas afiliadas y en alta en la Seguridad Social; huelgas, etc.

			A partir de esta edición, la confección del índice analítico de materias y la bibliografía de cada Capítulo se deben al generoso esfuerzo de Alberto Cámara Botía, Catedrático de la Universidad de Murcia.

			La obra sigue siendo fiel al designio que viene presidiendo sus sucesivas ediciones: ofrecer un texto de estudio a quienes se inician en el conocimiento del Derecho del Trabajo, y un libro de consulta a los profesionales dedicados a su práctica. Estudio y consulta que, como ocurre con toda obra jurídica, sólo serán plenamente provechosos si se acompañan con el examen del Derecho mismo, expresado en las normas y también en su interpretación jurisprudencial.

			Al igual que en sus tres predecesoras, la revisión y actualización ha corrido a cargo del abajo firmante. Con la circunstancia especialísima de que (desde el pasado marzo) ya no es posible consultarle nada a su verdadero autor. Lo ideal sería que quien no lea este Prólogo piense que realmente el Manual sigue como siempre. No se me ocurre mejor homenaje que el intentarlo hasta donde sea posible.

			Antonio V. Sempere Navarro

			Madrid, 31 de julio de 2025
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1. SIGNIFICACIÓN DEL DERECHO DEL TRABAJO

			
1.º El Derecho del Trabajo


			El Derecho del Trabajo es un sector del Ordenamiento jurídico que se ocupa de la regulación del fenómeno humano del trabajo, después de haber alcanzado éste un grado de complejidad tal que «la organización del trabajo se convierte en un problema social y político»1.

			Sometiéndose al Derecho, las relaciones de trabajo se sujetan a una determinada lógica o racionalidad; salen del ámbito del empirismo más o menos instintivo para integrarse en un marco de conductas sociales planificadas por quien o quienes tienen el poder de decir y exigir lo que se debe hacer.

			El proceso histórico de la sujeción del trabajo al Derecho responde, antes que a un propósito de buena ordenación productiva, a una exigencia, universalmente sentida, de dignificación de las condiciones de vida y trabajo de una capa mayoritaria de la población, la formada precisamente por los trabajadores asalariados. De aquí la indudable motivación moral que, en su conjunto, presenta la legislación laboral; una legislación que, comparada con otros sectores del Derecho acusadamente patrimonialistas, muestra desde sus orígenes su vocación humanitaria y social.

			La expresión «Derecho Social» con que inicialmente fue conocido el Derecho del Trabajo no puede rechazarse sin más como un puro pleonasmo2; su utilización tuvo, por el contrario, la virtud de poner adecuado énfasis en el espíritu de las leyes laborales frente al sentido tradicional de los Códigos de Derecho privado. El Derecho del Trabajo sería «social» en contraposición al Derecho «individualista» de los Códigos del siglo xix; y lo sería en la medida en que, yendo más allá del simple designio de poner orden en las relaciones entre individuos iguales, se alinearía en el arsenal de medidas destinadas a resolver la «cuestión social», una cuestión relativa no sólo a las graves deficiencias de la organización del trabajo, sino, más ampliamente, de la distribución del poder y la riqueza en el sistema social.

			Esta naturaleza de Derecho llamado a enfrentarse con el ordenamiento tradicional, de Derecho contra corriente, explica las muchas singularidades que el Derecho del Trabajo ofrece a la observación. Son esas singularidades, sin duda, las que dan lugar a que el Derecho del Trabajo sea, sí, una rama particular del árbol jurídico, pero además y al tiempo una nueva forma de contemplar el fenómeno jurídico en su integridad; como se ha escrito de modo inmejorable, el Derecho del Trabajo permite «la reinterpretación desde sus supuestos de todo el mundo de lo jurídico»3. En efecto, quien lo estudia tiene ocasión de acercarse una vez más a la teoría de las fuentes del Derecho, o a la de las obligaciones contractuales, o a la de los procesos y los procedimientos, mas no para repetir lo ya conocido por el estudio de otras ramas jurídicas, sino para sumar la perspectiva original que aporta la peculiaridad de las instituciones jurídicas del trabajo.

			En conclusión, el conocimiento del Derecho del Trabajo es necesario, no sólo y obviamente para quien desee una formación especializada en esta materia, sino para todo aquel que aspire a entender en su plenitud el sentido del Ordenamiento jurídico.

			
2.º Trascendencia del Derecho del Trabajo


			La importancia de las relaciones laborales —y, traslativamente, de su estructuración jurídica— se hace manifiesta tanto desde un punto de vista cuantitativo como cualitativo.

			Algunas cifras pueden ilustrar suficientemente acerca de la trascendencia numérica de las relaciones disciplinadas por el Derecho del Trabajo en España4:

			—En el mes de junio de 2025 la población activa era de 24.554.500 personas (tasa del 58,57), de las que 21.765.400 estaban ocupadas y 2.789.200 se encontraban en paro (tasa del 11,36 por 100).

			—En 30 de junio de 2025 las personas afiliadas y en alta en la Seguridad Social eran 21.861.095 (de ellas, 9.999.300 eran mujeres).

			—Las empresas inscritas en tal fecha eran 1.3389.590, de las que 688.795 empleaban a una o dos personas y solo 2.703 a más de 500.

			—En régimen de actividad por cuenta propia aparecían más de 3.400.000 personas. afiliadas a la Seguridad Social.

			—Durante el año 2024, el ingreso de 528.533 nuevos asuntos en la Jurisdicción Social supuso un incremento del 14 por 100 respecto a 2023. El número de asuntos resueltos creció un 18,1 por 100 respecto al año anterior al alcanzar la cifra de 469.690. Los que quedaron en trámite al final del año fueron 480.652, un 12,8 por 100 más.

			Tan ostensible importancia cuantitativa viene acompañada de una paralela significación cualitativa de las relaciones laborales y, consiguientemente, de su organización jurídica. Nadie ignora ni la trascendencia que tales relaciones de trabajo tienen para el ser humano en cuanto persona5, ni la importancia que asumen para éste como sujeto social y económico6, ni su vital significado para los intereses colectivos y generales de la sociedad: tanto el ser humano como la sociedad resultan inconcebibles si se prescinde de la acción transformadora del trabajo7.

			
3.º Derecho del Trabajo y actividad económica


			El trabajo, básicamente asalariado, de cuya regulación se ocupa el Derecho del Trabajo constituye el factor primordial de la producción de bienes y servicios; de aquí que la disciplina económica y la disciplina jurídica de las relaciones laborales sean, en buena parte, coextensas: el contenido de muchas normas de Derecho del Trabajo tiene evidentemente, alcance económico.

			Las conexiones entre Derecho del Trabajo y Economía se manifiestan primeramente en el influjo que la estructura económica ejerce sobre los factores institucionales o jurídicos. El Derecho del Trabajo no puede ser ajeno a circunstancias macroeconómicas tales como la relación población/población activa, o la relación entre ésta y la asalariada, el grado de progreso tecnológico y de automación, la situación de las magnitudes ahorro, inversión y consumo, el volumen y la distribución de la renta nacional, los niveles de empleo, productividad y precios, la distribución de la mano de obra entre los distintos sectores productivos, etc.8

			En este sentido, es bien conocida la incidencia de las últimas crisis económicas sobre las instituciones jurídicas laborales: con la finalidad de permitir el aumento del empleo se rebajan los derechos de quienes lo prestan. Más profunda y extensa todavía es la influencia que la llamada sociedad «post-industrial» está ejerciendo sobre la configuración del Derecho del Trabajo.

			Tampoco puede ignorarse la influencia que el Derecho del Trabajo ejerce, a su vez, sobre la vida económica. Aparece como un fundamental instrumento de la política económica pues condiciona la determinación de los salarios, la posible redistribución de la renta a través de las prestaciones de la Seguridad Social, la determinación de la participación del trabajo en la producción (rendimientos mínimos, jornadas máximas) y en los beneficios, la mediación en el mercado de trabajo (servicios de empleo, política de inmigración y emigración), la demanda de vivienda, la dotación de infraestructuras, los flujos migratorios, etc.

			
4.º El Derecho del Trabajo como opción política


			Todo modelo jurídico —y de modo particularmente llamativo, todo modelo jurídico-laboral— obedece a una opción política, a la que institucionaliza y da forma. La concepción política general que inspire a un determinado sistema social tiene así su necesario reflejo en la configuración del Derecho, y dentro de él, del Derecho del Trabajo. Los principios en los que se funda una sociedad política inspiran también, y no podía ocurrir de otra forma, a las instituciones jurídicas laborales.

			De este modo, y de acuerdo con las diversas concepciones políticas de las que se parta, el sistema normativo jerarquizará de una manera u otra las fuentes del Derecho del Trabajo, reconocerá al convenio colectivo eficacia cuasi-legal o sólo contractual, concederá mayores o menores apoyos a las organizaciones sindicales y patronales, limitará más o menos el poder de decisión del empresario, se inclinará por un sistema de solución de conflictos de corte jurisdiccional o preferirá los procedimientos extrajudiciales, hará de la Seguridad Social un sistema más o menos redistributivo… En todo caso, las opciones de política jurídica nacional se enmarcan hoy necesariamente en un amplio contexto supranacional (OIT, Consejo de Europa, Unión Europea, etc.).

			
5.º El fundamento del Derecho del Trabajo


			¿Por qué existe el Derecho del Trabajo, y qué sistema de valores e intereses pretende realizar?

			En cuanto a la primera cuestión, parece deseable desechar conocidas simplificaciones (producto de la voluntad protectora del Estado; expresión de la voluntad opresora del poder político frente a la emancipación de la clase obrera; etc.), para adoptar puntos de vista atentos tanto a la realidad actual como a la evolución histórica de sus instituciones.

			En este sentido, no es posible desconocer que un factor histórico determinante en la aparición del Derecho del Trabajo fue el movimiento obrero, a cuya acción amenazadora respondió el poder público con medidas de reacción; «tuitivas» unas veces, represivas otras9.

			Pero tampoco es lícito ignorar, en una simplificación excesiva, el papel que en la génesis del Derecho del Trabajo han desempeñado y siguen desempeñando otros factores tales como la acción de los políticos «burgueses» de intención reformadora (cuya preocupación social no sería justo despachar sin más calificándola de oportunista) o el esfuerzo de sociólogos y juristas reformistas por conseguir del Estado la mejora de las condiciones de vida y trabajo de los asalariados.

			En cuanto a la segunda cuestión planteada —el sistema de valores e intereses que el Derecho del Trabajo pretende realizar— puede decirse que tales valores son el resultado de complejas tensiones de fuerzas sociales10; resultado que depende básicamente de la intensidad y del grado de organización de esas fuerzas. Así, al predominio de los valores económicos (la producción, el beneficio del empresario, la competitividad) característico de una larga etapa de la legislación laboral, va sucediendo, lenta pero inexorablemente, el reconocimiento de valores sociales (la vida digna del trabajador, su bienestar y su adecuada inserción en la sociedad, el respeto a los derechos constitucionales).

			Si bien la estructura del contrato individual de trabajo descansa sobre la primacía del capital sobre el trabajo, como lo prueba la atribución de la utilidad patrimonial del trabajo y la dirección del mismo al empresario, no puede ignorarse que la «colectivización» de las relaciones laborales —de la que son instrumento el asociacionismo sindical, la negociación colectiva, el derecho a la huelga y la participación en la empresa— tiende a situar en una posición de paridad, y no de subordinación, el poder organizado de los trabajadores respecto del de los empresarios.

			
2. ESTRUCTURA DEL DERECHO DEL TRABAJO: NORMAS Y RELACIONES LABORALES

			Frente a la tradicional identificación del Derecho como un conjunto de normas, y nada más que un conjunto de normas, parece más realista pensar que la estructura del Derecho (del Trabajo) está formada por dos estratos diferentes: un estrato normativo (el famoso «conjunto de normas» que aparece en prácticamente todas las definiciones del Derecho) y un estrato formado por el conjunto de relaciones jurídicas disciplinadas por aquellas normas. La clásica óptica según la cual el Derecho no sería mucho más que el conjunto de disposiciones que se encierran en los Boletines Oficiales, debe ser rectificada dando entrada en nuestro campo visual al vasto mundo de las relaciones laborales; también los millones y millones de relaciones de trabajo que se desenvuelven entre patronos y trabajadores día a día son Derecho del Trabajo estricto: sus mutuos derechos y deberes, al ser actuados de manera continuada, son también vida jurídica, Derecho en suma.

			Obediente a estas ideas, el plan de este libro se desarrolla a través de dos grandes bloques temáticos: el sistema de normas laborales y el sistema de relaciones laborales.

			Esquemáticamente, dicho plan se articula del siguiente modo:

			I. El Derecho del Trabajo, como sistema de normas

			—Normas del Estado: la Constitución, la ley y el reglamento laborales; sobre la viabilidad de normas laborales de las comunidades autónomas.

			—Normas pactadas por representaciones de trabajadores y empresarios: el convenio colectivo.

			—Normas consuetudinarias: la costumbre laboral.

			—Normas internacionales: Derecho laboral «uniforme» y paccionado.

			—Aplicación de la norma laboral: criterios y órganos; función de la jurisprudencia.

			II. El Derecho del Trabajo, como sistema de relaciones

			—Relaciones laborales básicas: el contrato de trabajo y las relaciones laborales en la empresa.

			—Relaciones de empleo.

			—Relaciones de Seguridad Social.

			—Relaciones laborales de conflicto.

			
3. EL ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL DERECHO DEL TRABAJO

			
1.º Delimitación del Derecho del Trabajo


			Tarea inexcusable de quien se enfrenta con el estudio de una rama del Derecho —en nuestro caso, el Derecho del Trabajo— es la de delimitar el ámbito que le es propio, fijando los rasgos que la distinguen de posibles sectores afines del Ordenamiento. Esta tarea de definición (que también es de afirmación: sin materia específica no hay disciplina jurídica específica) ha de arrancar de la identificación de la realidad básica cuya existencia reclama una ordenación ad hoc. Esta realidad básica está constituida, en el caso de nuestra disciplina, por un entramado de relaciones de trascendencia notoria —tan notoria que sin ellas no es comprensible el vivir de la comunidad11—, a saber: aquellas relaciones en virtud de las cuales unas personas trabajan en utilidad y bajo la dependencia de otras, de las que reciben a cambio una retribución.

			Directa o indirectamente, todo el complejo aparato normativo e institucional del Derecho del Trabajo reposa sobre esa fundamental realidad, cuyos límites son asimismo los límites —con probabilidad, sometidos a una operación de revisión restrictiva (v. gr.: la exclusión, hoy superada, de los servidores domésticos) o amplificadora [v. gr.: la inclusión de los penados internos en instituciones penitenciarias que en nuestro Derecho se produce a través del art. 2.1.c) ET]— de la propia legislación laboral.

			Una delimitación inicial y clásica del Derecho del Trabajo indica, pues, que éste ha nacido y existe para ordenar determinadas relaciones, lo que por principio excluye de su ámbito las formas autistas o intransitivas de actividad laboral, esto es, el trabajo autónomo o por cuenta propia, cuyo ejecutor —artesano, cultivador directo, profesional liberal— trabaja en utilidad propia y en régimen de autoorganización, y obtiene un beneficio (no un salario) al vender los productos que obtiene o al prestar sus servicios a una clientela. Oportunamente, el ET sienta la regla general de que «el trabajo por cuenta propia no estará sometido a la legislación laboral» (Disp. Adic. 1.ª, que puntualiza: «excepto en aquellos aspectos que por precepto legal se disponga expresamente»).

			Por tanto, no cualquier relación entre personas que tenga por objeto la prestación de una actividad o trabajo es sin más una relación laboral que atraiga sobre sí la necesaria aplicación del Derecho del Trabajo.

			Lo que sucede es que, en parte por la proyección de previsiones derivadas de normas internacionales y comunitarias, se ha ido abriendo paso un pujante subsistema normativo paralelo para disciplinar esas prestaciones de servicios llevadas a cabo por personas sin sujeción laboral (por cuenta propia, como cooperativistas, en régimen de voluntariado, etc.). Este conjunto viene siendo cobijado por nuestra disciplina y acaba siendo, asimismo, Derecho del Trabajo.

			
2.º El Derecho del Trabajo, ordenamiento del trabajo personal, voluntario, dependiente y por cuenta ajena


			Dicho brevemente, con lo cual se está procediendo a delimitar el ámbito clásico de la disciplina y a fijar simultáneamente su concepto, el Derecho del Trabajo es el ordenamiento jurídico de las relaciones de trabajo personal, voluntario, dependiente y por cuenta ajena (y, en cuanto tal, retribuido). Diciendo esto no se ignoran los recientes e insistentes esfuerzos doctrinales por incorporar al Derecho del Trabajo otros tipos de trabajo. El ámbito característico del Derecho del Trabajo ha sido el trabajo dependiente y por cuenta ajena, aunque con la importante advertencia sobre su ampliación implícita.

			La tarea inmediatamente procedente es la de identificar el sentido que, como definidoras del trabajo prototipicamente regulado por el Derecho del Trabajo, tienen esas notas de «personal», «voluntario», «dependiente» y «por cuenta ajena», no sin advertir previamente que dichas notas no son pura creación o atribución doctrinal, sino constante exigencia del legislador12 y, por supuesto, de los tribunales laborales, basada a su vez en la observación de la realidad socioeconómica del trabajo asalariado.

			a) Trabajo personal


			El trabajo regulado por el Derecho del Trabajo es, por lo pronto, el trabajo personal, esto es, el trabajo a cuya realización se comprometen de modo personalísimo seres humanos, personas físicas o naturales, sin que quepa posibilidad alguna de sustitución novatoria en la persona del trabajador13. No interesan por tanto al Derecho del Trabajo ni las prestaciones a cargo de personas jurídicas ni aquéllas de carácter fungible en las que la persona del autor es intercambiable y por ello irrelevante jurídicamente. A diferencia de lo que ocurre en los contratos civiles de empresa, en los que el contratista de la obra no se obliga a trabajar personalmente, y a diferencia de lo que sucede en el contrato de mandato, en el que normalmente el mandatario puede nombrar un sustituto que le reemplace (art. 1.721 CC), en el contrato de trabajo la condición personal del trabajador es absolutamente esencial: el trabajo es «algo que fluye inseparablemente de la persona», como acertó a decir Gierke14.

			Esta inseparabilidad entre el trabajo y la persona de quien lo realiza es, precisamente, la que ha provocado la intensa actividad intervencionista del Estado; la implicación de la persona del trabajador en la actividad laboral determina la exigencia de tutela de los derechos inherentes a su personalidad.

			b) Trabajo voluntario


			El trabajo objeto del Derecho del Trabajo es el prestado voluntariamente, como no podía dejar de ocurrir en un sistema social en el que las instituciones laborales forzosas o coactivas (esclavitud, servidumbre) han sido relegadas al pasado por la generalización del principio de libertad de trabajo, ampliamente consagrado en el Derecho constitucional (así, y como derivación lógica del genérico reconocimiento de la libertad como valor superior del ordenamiento —art. 1.1 Const.— y como derecho de la persona —art. 17.1 Const.—, la Constitución española proscribe el trabajo forzado, incluso como modalidad de pena —art. 25.215— y consagra el derecho a la libre elección de profesión u oficio —art. 35.1—).

			Del mismo modo, la libertad de trabajo se reconoce en las normas internacionales. Así, el art. 8 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966, ratificado por España el 13.4.1977, establece que «nadie estará sometido a esclavitud» ni a «servidumbre», y que «nadie será constreñido a ejecutar un trabajo forzoso u obligatorio»; en sentido similar, el art. 4 del Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, de 1950, ratificado por España el 26.9.1979.

			Tal libertad o voluntariedad en la prestación del trabajo no se ve disminuida por el hecho de que la propia Constitución imponga el «deber de trabajar» (art. 35.1), declaración que, lejos de pretender imponer una actividad laboral coactiva, se dirige a proscribir programáticamente la ociosidad improductiva y el parasitismo social.

			Jurídicamente, expresión de esa voluntariedad es la institución del contrato de trabajo, pieza clave de todo el Derecho del Trabajo, mediante la cual se instrumenta el cambio voluntario entre trabajo y salario. El trabajo objeto del Derecho del Trabajo se funda, en efecto, en la prestación de un previo consentimiento, sin el cual el pacto resulta inválido (art. 1.1 ET, en relación con los arts. 1.254, 1.258 y 1.261 CC). Tal voluntariedad no se limita, por otra parte, al puro acto de celebración del contrato, que evidentemente ha de concertarse libremente, sino que se extiende a otros aspectos de la vida de la relación contractual; así, al trabajador le está vedado comprometer su prestación laboral con carácter vitalicio (art. 1.583 CC), compromiso que, de ser lícito, destruiría su libertad de resolver el contrato y le sumiría de hecho en una situación de servidumbre; así, quien trabaja puede desistir en cualquier momento de continuar su relación laboral, dando por extinguido el contrato sin otra obligación que la de preavisar [art. 49.1.d) ET].

			De todos modos, conviene advertir que el concepto jurídico de libertad y voluntariedad contractuales adolece de una gran dosis de formalismo; es cierto que quien se obliga contractualmente a prestar sus servicios lo hace de un modo jurídicamente voluntario, pero no lo es menos que, normalmente, su decisión de trabajar viene dictada por una ineludible necesidad económica, sin otra alternativa que la indigencia. Los sociólogos, los economistas y los psicólogos son más pesimistas que los juristas tradicionales respecto del alcance de la libertad contractual: Freud concibe el trabajo como esencialmente represivo y, en cuanto tal, difícilmente ejecutable a no ser mediando coacción16; Marx habla, sin más, de la «ficción del contrato libre»17, ciertamente situado ante una realidad distinta de la actual. No obstante, las compulsiones económico-sociales no impiden la libertad y voluntariedad jurídicas.

			c) Trabajo por cuenta ajena


			En un sentido muy general, trabajar por cuenta ajena significa atribuir a un tercero los beneficios del trabajo; ya veremos cómo esta acepción usual e intuitiva coincide con la que puede formularse empleando la técnica jurídica.

			La doctrina científica, al interpretar la noción legal de «ajenidad», esto es, al analizar la naturaleza del trabajar por cuenta ajena, ha adoptado básicamente dos posiciones: la que explica tal ajenidad como un trabajar sin asumir los riesgos del trabajo (ajenidad en los riesgos), y la que la explica como un trabajar sin apropiarse de los frutos del trabajo (ajenidad en los frutos)18.

			A nuestro juicio, el trabajo objeto del Derecho del Trabajo es «por cuenta ajena» en el sentido de que la utilidad patrimonial del trabajo se atribuye a persona distinta de quien lo presta, a saber, el empresario. Los bienes o servicios producidos por el trabajador no le reportan a éste un beneficio económico directo, sino que tal beneficio corresponde al empleador, que a su vez le compensa con una parte de esa utilidad (el salario).

			La utilidad patrimonial que proporciona al empresario el trabajo es compatible con el interés o provecho que de tal trabajo puede derivarse para un tercero (p. ej.: el cliente que recibe un servicio del trabajador). Pero conviene tener muy presente que el trabajador no actúa por cuenta de tal tercero; éste se beneficia de los productos naturales del trabajo, mientras que es el empresario quien realmente hace suya la utilidad patrimonial del trabajo, percibiendo el precio del servicio pagado por el cliente, una parte del cual se destinará a retribuir al trabajador.

			Por supuesto, la ajenidad en la utilidad económica del trabajo es del todo consecuente con la estructura de las modernas empresas de producción. En tales empresas no puede concebirse que los trabajadores actúen por cuenta propia, ni desde el punto de vista tecnológico —pues el trabajador participa en complejos procesos productivos a los que aporta una utilidad de muy difícil determinación individualizada— ni menos aún desde el punto de vista económico —pues los bienes de producción, al tener un elevado costo, han de ser aportados por personas distintas de los trabajadores, las cuales se atribuyen simultáneamente la dirección de la explotación y la titularidad de los beneficios de la producción—.

			El esquema del contrato de trabajo querido por el legislador resulta incompatible con la posibilidad de atribución de la utilidad patrimonial del trabajo al propio trabajador, cuya posición se limita a ser la de un puro acreedor de salario. El contrato de trabajo es un típico contrato de cambio (dicho simplificadamente: cambio de trabajo por salario) y no el ambiguo contrato de naturaleza asociativa al que a veces se ha propendido19. El interesamiento en la marcha de la empresa (entrega de acciones, incentivos, comisiones, participación en beneficios, etc.) es del todo compatible con esa premisa.

			d) Trabajo dependiente


			La generalidad de los Ordenamientos jurídicos parte de la noción de trabajo dependiente o subordinado como objeto regulado por el Derecho del Trabajo. Esta posición es la dominante tanto en la legislación como en la jurisprudencia y doctrina comparadas.

			Una vez superadas por insuficientes las teorías que atribuían a la dependencia puro significado económico (el trabajador está subordinado económicamente al empresario) o técnico (el trabajador depende en la ejecución de su trabajo de las instrucciones técnicas empresariales), se ha producido la espiritualización o flexibilización de la noción de dependencia a través de la consideración de ésta no ya como la necesaria sujeción a órdenes técnicas, y menos aún como la subordinación económica del trabajador, sino como el aspecto pasivo de los poderes de mando del empresario. La dependencia es, por consiguiente, requisito definidor del trabajo objeto del Derecho del Trabajo siempre que sea concebida como el «sometimiento del trabajador a los poderes del empresario»20.

			La jurisprudencia se inspira en esta doctrina cuando viene afirmando, desde hace bastantes años, que la dependencia consiste en el sometimiento del trabajador al poder de organización y disciplina del empresario o, dicho de otro modo, en la «inserción en el círculo rector y disciplinario empresarial»21. Identificación entre dependencia y sujeción a los poderes empresariales que acoge, en similares términos, el ET (art. 1.1).

			Que la noción de dependencia se haya flexibilizado a través de la interpretación que la doctrina y la jurisprudencia vienen dando de ella desde hace medio siglo, no impide que el legislador y el propio Tribunal Supremo sigan considerándola nota esencial de las relaciones laborales. En efecto, el citado art. 1.1 ET sitúa al trabajador en «el ámbito de organización y dirección» del empresario, y la jurisprudencia sigue exigiendo como requisito de laboralidad del contrato la existencia de dependencia (TS/SOC 3.12.1991 y sentencias citadas en ella). La Sentencia del TC 3/1983, de 25.1, resalta igualmente la «dependencia o subordinación» del trabajador asalariado.

			Dependencia hay, en conclusión, en toda relación laboral regida por el Derecho del Trabajo22, porque, se insiste, la dependencia no es sólo el sometimiento al poder de dirección del empresario —poder que se debilita en ciertas relaciones en las que el trabajador no se encuentra sometido a la vigilancia del empresario—, sino también el sometimiento al poder disciplinario.

			Tal es la relevancia de esta nota que si realmente quien ejerce esos poderes no concuerda con el sujeto que aparece como empleador lo que procede es levantar el velo y atribuir esa cualidad a quien realmente lo sea. En muchas ocasiones se hablará de cesión ilegal de trabajadores23.

			
3.º La reducción legal del ámbito del Derecho del Trabajo


			Si el trabajo cuya prestación da lugar a la aparición de una relación laboral es, conjuntamente, el trabajo personal, voluntario, dependiente y por cuenta ajena (ajenidad de la que, como ya se ha dicho, deriva la necesaria presencia de una retribución), es evidente que las relaciones fundadas sobre la prestación de un trabajo que no reúnan todas y cada una de esas condiciones, no podrán ser calificadas de laborales, esto es, no podrán incluirse en el ámbito del Derecho del Trabajo.

			Pero junto a estas obvias y naturales exclusiones —que ni siquiera sería preciso que la ley señalara expresamente, aunque en algún supuesto prefiera hacerlo para mayor claridad (exclusión de los trabajos por cuenta propia, de las prestaciones personales obligatorias, los trabajos amistosos y los familiares no retribuidos)24— el legislador estima oportuno, sea por razones socioeconómicas, sea por razones jurídico-políticas, situar expresamente al margen del Derecho del Trabajo determinadas relaciones, pese a que, en rigor, reúnen todas y cada una de las notas configuradoras del trabajo asalariado, objeto de la legislación laboral.

			Por razones socio-económicas, la Ley laboral vino excluyendo de su ámbito de aplicación relaciones jurídicas (servicios domésticos, altos cargos de las empresas) cuya «laboralidad» había sido incesantemente defendida por la doctrina científica y que, finalmente, han obtenido una regulación laboral25.

			Por razones jurídico-políticas, de peso indudablemente mayor, la relación de servicios de los funcionarios públicos se ha mantenido —y se sigue manteniendo: art. 1.3.a) ET— extramuros del Derecho del Trabajo, disciplinada por el Administrativo, al igual que la relación del personal regido por normas estatutarias o administrativas26.

			Es innegable que el Derecho del Trabajo revela en su evolución una lenta pero continua ampliación de su ámbito de aplicación; de hecho, la tendencia a incorporar todo tipo de relaciones selladas por los rasgos de ajenidad y dependencia, ha supuesto la absorción en el seno del Derecho del Trabajo de diversos contratos de actividad, inicialmente regulados sub specie civil o mercantil (numerosos arrendamientos de servicios, ciertos mandatos, etc.). Cosa distinta, y contrapuesta, es que en algunos casos se activen fórmulas alternativas para huir de las obligaciones que comporta para el empleador, decisión que suscita numerosas controversias acerca de su validez. El actual debate sobre la legitimidad de encauzar la actividad de quienes reparten mercancía a través de plataformas constituye ejemplo inmejorable de ello.

			
4. CARACTERES DEL DERECHO DEL TRABAJO

			
1.º Autonomía del Derecho del Trabajo


			Una rama jurídica es autónoma —y, como tal, se destaca con perfil y contenido propios frente a las restantes que componen el Ordenamiento jurídico en su totalidad27— cuando concurren, como más importantes, las siguientes condiciones:

			—Que el objeto o materia social sobre los que verse la regulación de esa rama jurídica sea un objeto de contenido peculiar bien definido y sea, al tiempo, un objeto relevante; lo bastante como para exigir para sí un Derecho propio.

			—Que esa materia social sea disciplinada por un verdadero sistema normativo, con principios peculiares e instituciones especialmente adaptadas al objeto normado, principios e instituciones que ningún otro ramo del Derecho pueda aportar.

			Estas dos condiciones concurren sin ninguna duda en el Derecho del Trabajo:

			a) El Derecho del Trabajo tiene como objeto principal la actividad productiva característica de la sociedad contemporánea; un trabajo que afecta a enormes sectores de la población y que desempeña un papel central tanto en la vida colectiva como en la personal de cada trabajador. No es casual que toda una corriente sociológica base el estudio del ser humano en su condición de trabajador; «es normal —se ha escrito a este respecto— que el sociólogo concentre su atención, ante todo, sobre el modo y la organización del trabajo»28.

			El carácter relevante del trabajo humano —centro de no pocas concepciones económicas, sociales y políticas— se patentiza en los intentos de creación de una ciencia unificadora de todas las disciplinas laborales. A este intento obedece la concepción de obras como el Arbeitswissenschaft, de Hubert H. Hilf, en las que se estudian conjuntamente los problemas básicos de la Biología del trabajo, de la Tecnología, de la Teoría Económica, de la Filosofía laboral, del propio Derecho del Trabajo, etc.29

			b) Esta fundamental materia social, a cuya regulación en los tiempos anteriores a la Revolución Industrial no convenía en modo alguno la calificación de Derecho autónomo, comienza a ser objeto de un Derecho propio en la medida en que los parcos preceptos de los Códigos civiles van siendo desbordados, primero por sucesivas normas de policía laboral; más tarde por una regulación contractual sui géneris, muy alejada de la ordenación civil del arrendamiento de servicios; y, en fin, por la consagración del poder sindical y de una nueva fuente del Derecho: el convenio colectivo.

			El Derecho civil queda, pues, definitivamente rezagado en la comprensión de la institución central del nuevo orden jurídico —el contrato de trabajo—, tanto como en el entendimiento de su fuente peculiar —el convenio colectivo de condiciones de trabajo—. Radbruch percibió y describió muy exactamente el fenómeno de la insuficiencia del Derecho civil para regular el trabajo generalizado en la sociedad contemporánea: «El Derecho obrero constituye una reacción contra el espíritu del Derecho civil. Éste reconoce sólo personas, sujetos jurídicos iguales por ambas partes; y nada sabe del trabajador situado en una posición de inferioridad frente al empresario. Nada sabe tampoco de la solidaridad del proletariado, que compensa o nivela esta inferioridad del poder del obrero individual frente al patrono, ni de las grandes asociaciones profesionales… Nada sabe, por fin, de la unidad de asociación en la empresa: el Código civil considera sólo una multiplicidad de contratos de trabajo entre el mismo empresario y los diversos obreros, y no acierta a ver la índole de la empresa, como una unidad sociológica cerrada»30.

			Así surge, con perfiles claramente diferenciados frente al Derecho civil, la «legislación industrial», «legislación social» o, en términos actuales, el Derecho del Trabajo, del que ha podido decirse que su esencia «consiste, cabalmente, en su mayor proximidad a la vida»31.

			Si el nuevo ordenamiento se separa con toda nitidez del «común», el hecho de que los inicios de aquél vengan presididos por el predominio de una regulación reglamentaria y de policía administrativa, no autoriza, evidentemente, a pensar en una posible servidumbre de las normas laborales respecto de las administrativas. Si el Derecho administrativo desempeña un importante papel en el complejo normativo que los juristas alemanes llaman «Derecho protector del trabajo» (seguridad e higiene en el trabajo, control de la duración de la jornada de trabajo y los descansos semanales y anuales, protección de mujeres y menores, y demás normas de policía laboral), y, obviamente, en la organización y funcionamiento de las instituciones públicas destinadas a la planificación y ejecución de la política laboral, no es menos cierto que la perspectiva del Derecho administrativo es inadecuada para explicar relaciones privadas, como las nacidas del contrato de trabajo (que en último término es el núcleo de toda ordenación laboral) o de los convenios colectivos.

			El trabajo característico de la sociedad industrial ha supuesto la aparición de nuevos principios jurídicos, distintos de los tradicionales del Derecho civil o del administrativo, y es esta especialidad de principios la que ha provocado la emergencia de un Derecho nuevo.

			En este sentido es en el que debe afirmarse la autonomía del Derecho del Trabajo; autonomía normativa, autonomía institucional, y autonomía, en fin, científica y académica, resultantes de un complejo proceso histórico de progresiva maduración.

			Esta autonomía no es, por cierto, incompatible con las múltiples conexiones que el Derecho del Trabajo mantiene con otras ramas jurídicas: el Derecho civil, el Derecho administrativo, el Derecho procesal, el Derecho constitucional e internacional, etc., sino que resulta conciliable con la unidad del Ordenamiento jurídico.

			
2.º Lo público y lo privado en el Derecho del Trabajo


			Frente a las concepciones, en general abandonadas, según las cuales el Derecho del Trabajo es exclusiva o esencialmente Derecho público32, y frente a las tesis que defienden su naturaleza puramente privada33, la posición que domina desde hace muchos años es la que pone de relieve que «el Derecho del Trabajo no pertenece ni exclusivamente al Derecho público ni exclusivamente al Derecho privado, sino que comprende necesariamente ambos elementos»34.

			En efecto, el Derecho del Trabajo se integra tanto de relaciones jurídico-privadas, cuyo exponente máximo es el contrato de trabajo, como de relaciones jurídico-públicas, en las que aparece el Estado como garante del orden público laboral y como administrador de una compleja trama de servicios públicos laborales y dirimidor de conflictos de trabajo.

			Con relación al Ordenamiento español —incluso en su etapa de mayor intervencionismo estatal—, si la promulgación del Fuero del Trabajo en 1938 pudo hacer pensar en una publificación prácticamente absoluta del Derecho del Trabajo35, pronto se reforzó la figura del contrato de trabajo, disciplinada como típica institución de Derecho privado. Con la promulgación de la Ley de Contrato de Trabajo en 1944, el núcleo esencial de nuestro Derecho del Trabajo siguió siendo de naturaleza privada, si bien con sensibles manifestaciones de intervencionismo estatal, desaparecidas hoy en su mayor parte.

			En conclusión, debe afirmarse que el Derecho del Trabajo se integra de instituciones de Derecho privado y, además, de instituciones estrictamente públicas. A las primeras pertenece básicamente, según se ha dicho, el contrato de trabajo (típica vinculación de Derecho privado, si bien enmarcada en un sistema de orden público y de irrenunciabilidad de derechos); a las segundas pertenecen el Derecho administrativo sancionador del trabajo, el Derecho de los procesos laborales, el Derecho de la Seguridad Social, el del empleo, el de inmigración, emigración y promoción social, etc.

			
3.º Derecho común o especial


			La distinción Derecho común-Derecho especial (particularmente, si se aplica a las relaciones entre Derecho civil y Derecho del Trabajo) tiene más interés histórico que valor actual.

			De una parte, aquel supra-Derecho al que la referencia era indispensable para entender cualquier fenómeno jurídico (Ius civile, frente al derecho pretorio, o, más tarde, frente a los derechos bárbaros y al derecho canónico) tiene poca relación con la disciplina que hoy llamamos Derecho civil36.

			De otra parte, difícilmente puede ser el civil un derecho común respecto de ordenamientos (como el laboral) que han surgido justamente como reacción frente a la insuficiencia —cuantitativa y cualitativa— de las normas civiles.

			Por añadidura, cuando se defiende el carácter común del Derecho civil se invoca como argumento básico el contenido de su Título preliminar, común a todo el Ordenamiento; pero es bien sabido que no todas las normas contenidas en el Código civil son Derecho civil, «siendo así que contiene muchos principios de teoría general»37, que probablemente encontrarían mejor acomodo en el texto de la Constitución.

			Cuestión distinta es que, dada la interrelación de las disciplinas jurídicas, el estudioso del Derecho del Trabajo tenga necesidad de acudir en numerosas ocasiones a las reglas e institutos del Derecho civil; pero también necesita dirigir su atención con frecuencia a las normas administrativas o a las mercantiles, y no por ello se piensa que estas disciplinas sean comunes respecto del Derecho del Trabajo. Probablemente, cuando este Derecho iniciaba su vida, y no era más que un haz de disposiciones protectoras de la mujer y el niño trabajadores, complementadas con algunas reglas sobre accidentes laborales, podía pensarse —comparando su exigüidad y su absoluta carencia de sistema con la impresionante tradición del Derecho civil— que no era más que un minúsculo y deslucido apéndice de éste. Hoy basta hojear cualquier libro de Derecho del Trabajo para comprender que es ésta una disciplina dotada de presupuestos, técnicas e instituciones propios.

			En definitiva: el Derecho del Trabajo se erige en el Derecho común regulador del trabajo asalariado; en parte integrante del genérico «Derecho Común»38.

			Actualmente lo que cabe afirmar es que las normas del Derecho del Trabajo han acabado siendo el Derecho común para todos los casos en que una persona desarrolla una actividad lucrativa.

			
4.º Otros principios o rasgos característicos


			El ordenamiento laboral, al igual que el resto de sectores, está presidido por ciertos principios inspiradores, técnicas aplicativas o reglas hermenéuticas. A veces operan en el ámbito de los contenidos, en otras ocasiones lo hacen en el de su aplicación, pero también es posible que sean ambivalentes. En etapas de abundante y relevante generación normativa, como son la mayoría de las diferenciables para nuestro Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, puede ser útil acudir a esas ideas-fuerza. Con mero ánimo ilustrativo e introductorio al estudio de las diversas instituciones que los consagran, he aquí un elenco.

			Acceso a empleos públicos.—Han de preservarse los principios de igualdad, mérito, capacidad y publicidad, aplicándose para interpretar todas las normas (STS 531/2023, de 19 de julio).

			Adaptación del trabajo a la persona.—El empresario que organice el trabajo en la empresa según un cierto ritmo deberá tener en cuenta el principio general de adaptación del trabajo a la persona (art. 36.5 ET).

			Automaticidad.—El devengo de intereses de las deudas salariales no satisfechas de manera temporánea es automático (art. 29.3 ET), salvo supuestos excepcionales (STS 246/2023, de 29 de marzo).

			Buena fe.—La buena debe inspirar la conducta de toda persona en el ejercicio de sus derechos y obligaciones (art. 7.1 CC), siendo consustancial al contrato de trabajo [arts. 5.a) y 20.2 ET], por lo que ha de tenerse en cuenta al enjuiciar conductas concretas (STS 149/2023, de 21 de febrero).

			Condición más beneficiosa.—Existiendo voluntad (empresarial) inequívoca de su concesión, una ventaja o beneficio social que supera a los establecidos normativamente se incorpora al nexo contractual y no puede eliminarse de forma unilateral (STS 161/2023, de 22 de febrero).

			Confianza legítima.—Este principio preside las relaciones entre Administración Pública y administrado, pero no las privadas donde juega la doctrina de los actos propios (STS 40/2023, de 18 de enero).

			Congruencia.—Necesidad de que la respuesta judicial sea congruente con los términos del debate habido, en especial de las pretensiones ejercitadas, así como de que el debate judicial concuerde con la previa reclamación administrativa (STS 486/2023, de 5 de julio).

			Conservación del negocio jurídico.—Hay que propiciar soluciones que permitan la pervivencia de la relación laboral, por ejemplo permitiendo revocar la dimisión (STS 445/2017, de 18 de mayo).

			Correspondencia.—La representatividad empresarial y sindical debe concordar con el ámbito de negociación que es consustancial a los acuerdos, convenios o pactos de eficacia general (STS 516/2023, de 17 de julio).

			Dignidad.—El respeto al libre desarrollo y a la libertad personal es principio que debe prevalecer al examinar las decisiones empresariales adoptadas; por ejemplo, ante el anuncio de contraer matrimonio (STS 130/2022, de 9 de febrero).

			Estabilidad en el empleo.—La obligación de subrogación (incluso convencional) tiene como finalidad esencial el mantenimiento y la estabilidad en el empleo (STS 96/2023, de 1 de febrero).

			Especialidad.—La norma (por ejemplo, para la pandemia) o convenio (por ejemplo, para Centros Especiales de Empleo) de contenido más específico debe prevalecer sobre la de alcance más genérico (STS 459/2023, de 28 de junio).

			Extraterritorialidad.—La legislación laboral española se aplica al trabajo prestado por españoles contratados en España al servicio de empresas españolas en el extranjero, especialmente en temas económicos (art. 1.4 ET).

			Igualdad de trato.—El derecho a la igualdad de trato y la no discriminación es un principio informador del ordenamiento jurídico y, como tal, se integrará y observará con carácter transversal en la interpretación y aplicación de las normas jurídicas (art. 4.3 LITND).

			Indisponibilidad de derechos.—Carece de validez la renuncia, antes o después de su adquisición, de los derechos establecidos de forma imperativa (art. 3.5 ET).

			Insignificancia.—Pese a la literalidad de la norma, cuando los rendimientos económicos son muy escasos su falta de comunicación puede considerarse irrelevante a efectos de incompatibilidad de prestaciones (STS 491/2023, de 7 de julio).

			Interés del menor.—En materia interpretativa sobre preceptos de Seguridad Social ha de optarse por la solución que mejor proteja al menor, aunque sin asumir resultados contra legem (STS 434/2023, de 14 de junio).

			Irretroactividad relativa.—La irretroactividad de las normas desfavorables (art. 9.3 CE) no es trasladable a la jurisprudencia, a la que se le otorga la condición de complementar el ordenamiento jurídico (art. 1.6 CC) (STS 264/2023, de 12 de abril).

			Jerarquía normativa.—Según el rango de la norma (art. 9.3 CE; art. 3.2 ET) le es posible (o no) alterar el contenido de las precedentes (STS 337/2023, de 9 de mayo).

			Modernidad.—La norma posterior desplaza a las anteriores de igual o inferior rango en todo lo que se opongan (STS 472/2023, de 4 de julio).

			Norma más favorable.—Los conflictos entre normas se resolverán mediante la aplicación de lo más favorable para el trabajador apreciado en su conjunto, y en cómputo anual (art. 3.3 ET).

			Norma mínima.—Los conflictos originados entre normas laborales, tanto estatales como pactadas, deberán respetar en todo caso los mínimos de Derecho necesario (art. 3.3 ET).

			Oficialidad.—En determinadas prestaciones (como la IT) es innecesaria la expresa presentación de una solicitud para generar el derecho a su percepción (STS 895/2022, de 10 de noviembre).

			Perspectiva de género.—La igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres es un principio para la interpretación y aplicación de las normas jurídicas (art. 4 LOI).

			Petición de principio.—Práctica procesal vedada consistente en hacer supuesto de la cuestión partiendo de unas premisas fácticas inexistentes (STS 445/2023, de 20 de junio).

			Presunción de fijeza.—El contrato de trabajo se presume concertado por tiempo indefinido (art. 15.1 ET).

			Prevención de riesgos.—La empresa debe aplicar las normas sobre prevención conforme a ciertos principios generales: evitar, evaluar, combatir, adaptar, actualizar, sustituir, planificar, colectivizar, dirigir (art. 14.1 LPRL).

			Proceso laboral.—Sus normas reguladoras han de interpretarse con arreglo a los principios de inmediación, oralidad, concentración y celeridad (art. 74.1 LRJS).

			Pro actione.—Cuando está en juego el acceso a una primera decisión judicial, el principio pro actione aboca a evitar interpretaciones restrictivas de las normas procesales, sin que opere con igual fuerza en los recursos (STS 499/2023, de 11 de julio).

			Pro beneficiario.—En el supuesto de textos con dudoso significado no entendible con los habituales criterios exegéticos ha de estarse al sentido que más convenga a la persona protegida por la Seguridad Social (STS 505/2023, de 12 de julio).

			Pro constitutione.—La interpretación de las normas (sustantivas o procesales, laborales o de Seguridad Social) ha de realizarse en el sentido más favorable posible a los derechos fundamentales (STS 439/2023, de 19 de junio).

			Pro operario.—En caso de duda, la norma ha de interpretarse en el sentido más favorable para quien trabaja, incluso postergando principios civilistas como el de favor debitoris (STS 916/2021, de 21 de septiembre).

			Pro rata temporis.—Atribución de responsabilidades (prestacionales, indemnizatorias) de manera proporcional al tiempo transcurrido dependiendo de cada empleador o entidad (STS 875/2022, de 28 de octubre).

			Proporcionalidad.—El principio de proporcionalidad de la potestad sancionadora (de la Administración, del empleador) requiere concordar la gravedad de las conductas imputadas y sus consecuencias, pero no es un valor absoluto (STS 103/2023, de 2 de febrero).

			Razonabilidad.—Para valorar las medidas de reestructuración laboral hay que estar a todas las circunstancias concurrentes, ponderando si concurre una causa real y verosímil que, por ser justa, esto es, por ajustada a la razón, legitima la decisión dentro de los parámetros normativos (STS 530/2023, de 19 de julio).

			Realidad.—Los contratos tienen la naturaleza que determina su real contenido, siendo indiferente el nombre, los pactos formales o los actos circundantes pues las cosas son lo que son (STS 805/2020, de 25 de septiembre).

			Reparación integral del daño.—Pese a los vaivenes normativos, en materia de accidente laboral sigue rigiendo el principio de reparación integral de las secuelas del accidente de trabajo (STS 517/2021, de 11 de mayo).

			Territorialidad.—En cuanto normas de orden público, las sociolaborales rigen sobre toda actividad desplegada en territorio español (art. 9.1 CC).

			Tipicidad prevalente.—Cuando unos hechos (infracciones, extinción contractual, etc.) pueden subsumirse en varias aperturas normativas hay que estar a la más específica y no a la más general (STS 364/2022, de 26 de abril).

			Totalización.—Recíproca toma en cuenta de períodos de aseguramiento cursados en país o régimen de protección diverso del que calcula la prestación (STS 511/2023, de 14 de julio).

			Transacción.—Pese a su indisponibilidad (art. 3.5 ET) cabe transaccionar sobre los propios derechos a fin de evitar o cerrar una controversia (STS 465/2023, de 3 de julio).

			Unicidad de convenio.—Salvo excepciones legalmente previstas, un convenio colectivo, durante su vigencia (art. 84.1 ET).

			
5. LAS CIENCIAS DEL TRABAJO Y LA CIENCIA DEL DERECHO DEL TRABAJO

			La diversidad de aspectos y problemas que presenta el hecho del trabajo justifica que éste sea objeto de análisis científicos plurales. Prescindiendo aquí de disciplinas más alejadas —como pueden ser la medicina del trabajo o la psicología del trabajo—, existe un grupo de ciencias sociales del trabajo, entre las que destacan la Sociología y la Economía laborales, de indudable interés complementario para el investigador del Derecho del Trabajo.

			La Economía del Trabajo es una rama de la ciencia económica que se interesa preferentemente por el trabajo en cuanto factor de la producción, indagando en cuestiones como la oferta y demanda en el mercado de trabajo, los incentivos del trabajo, la determinación de los niveles de salarios, la función de los sindicatos y de la negociación colectiva en el sistema económico, etc.39

			La Sociología del Trabajo, especie a su vez de la Sociología general, se ocupa básicamente del estudio de los grupos humanos constituidos con referencia al trabajo40, mientras que una disciplina afín —las «Relaciones Industriales»— tiene por objeto «el estudio de los aspectos del comportamiento de las relaciones industriales en la sociedad industrial»41, cuyos protagonistas son los trabajadores y sus organizaciones, los empresarios y las suyas, y el poder público; la «Gestión de Recursos Humanos» estudia las «decisiones y acciones directivas» destinadas a conseguir «una relación entre la organización y los empleados que satisfaga las necesidades en continuo cambio de ambas partes»42.

			Como «ciencias sociales del trabajo» pueden también considerarse la Historia Social del Trabajo, que es tanto una historia de los hechos como de las ideas centrada en la evolución del trabajo humano43, la ciencia de la Política Social, en la medida en que se ocupa del estudio de los problemas sociales del trabajo, y de las vías de su posible solución44, o la «Ergonomía», que trata de las técnicas de adaptación del medio laboral y de los instrumentos de trabajo al hombre-trabajador45.

			La ciencia del Derecho del Trabajo difiere por lo pronto de estas otras ciencias en razón de su objeto; mientras estas últimas se dedican a la investigación del hecho del trabajo, la ciencia jurídica del trabajo se ocupa de la preceptiva o deber ser del trabajo asalariado, de las reglas e instituciones con que el Derecho disciplina las relaciones laborales.

			Además, la ciencia del Derecho del Trabajo difiere de las otras ciencias sociales del trabajo en razón de su método; resulta obvio que el jurista del trabajo ha de servirse del razonamiento jurídico y que debe precaverse contra posibles tentaciones sociológicas o económicas, a no ser que aúne el saber jurídico y el de la Sociología y Economía, lo que no es frecuente, ya que «la coordinación de métodos es una cosa difícil que pocos son competentes para realizar»46.
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CAPÍTULO II

			SUMARIO: 1. Ordenación del trabajo en las sociedades pre-industriales.—1.º El trabajo en el mundo antiguo.—a) La condición jurídica del esclavo.—b) El trabajo libre por cuenta propia.—c) El trabajo libre por cuenta ajena: la «locatio-conductio operarum».—2.º El trabajo en la sociedad medieval.—a) La condición jurídica del trabajador no libre.—b) La condición jurídica del trabajador libre: los gremios.—3.º El trabajo en la sociedad moderna.—a) La crisis del trabajo servil.—b) La decadencia del sistema gremial.—c) El trabajo libre en los orígenes del capitalismo: las «manufacturas».—2. El marco histórico de la aparición del Derecho del Trabajo: la sociedad industrial.—1.º Aspectos técnico-productivos del trabajo.—a) La división del trabajo.—b) La concentración de los trabajadores en fábricas.—2.º Aspectos jurídicos del trabajo.—a) La libertad teórica del trabajador y sus limitaciones reales.—b) La duración de los contratos de trabajo.—c) La prolongación de las jornadas de trabajo.—d) Las condiciones de seguridad e higiene.—e) El trabajo de mujeres y menores.—f) El régimen salarial y sus abusos.—3. El movimiento obrero, factor determinante de la aparición del Derecho del Trabajo.—4. Evolución del Derecho español del Trabajo.—1.º La primera legislación social.—2.º La formación del Derecho del Trabajo.—3.º La consolidación del Derecho del Trabajo.—4.º El Derecho del Trabajo en el régimen franquista.—5.º El Derecho del Trabajodel posfranquismo (1975-1978).—6.º El Derecho del Trabajo a partir de la Constitución de 1978.—7.º El nuevo Derecho del Trabajo.—Bibliografía.

			
1. ORDENACIÓN DEL TRABAJO EN LAS SOCIEDADES PRE-INDUSTRIALES

			La aparición de la legislación laboral constituye una de las respuestas que el sistema social arbitra frente al conjunto de problemas socioeconómicos planteados a partir de la revolución industrial; respuesta que —conviene anticipar— surge de una compleja y difícil conjunción de fuerzas políticas y sociales, de acciones y reacciones cuyos protagonistas básicos son, junto con el poder público y las élites intelectuales reformistas, los trabajadores y patronos y sus respectivas organizaciones.

			En las sociedades pre-industriales no existe una legislación laboral en sentido propio; en la antigüedad y medievo, el trabajo, que suele identificarse sin más con el trabajo manual, es regulado de modo incidental y accesorio, casi de pasada, cuando se dictan normas dirigidas básicamente a ordenar otras realidades; en tal sentido, el régimen jurídico del esclavo en Roma se inscribe en el contexto de las relaciones dominicales o de propiedad, así como el régimen del siervo medieval queda absorbido en el marco de las relaciones señoriales, atinentes más al Derecho público que al privado. Que no exista verdadera legislación laboral antes de la revolución industrial es compatible con el hecho de que en épocas anteriores haya habido normas reguladoras del trabajo1.

			Si se quisiera resumir, del modo más sintético posible, el carácter del trabajo durante las épocas anteriores a la revolución industrial habría que establecer una doble afirmación; en primer lugar, habría que decir que en esta larga etapa histórica el trabajo es considerado como actividad vil o, al menos, desprovista de nobleza. El hombre superior se estima llamado a la vida del pensamiento, de la política, la religión o la milicia, y se entiende que el trabajo manual es patrimonio exclusivo de seres inferiores a los que, en los casos extremos, se niega incluso la condición de persona (tal fue la situación del esclavo en Grecia y Roma). En segundo lugar, debería añadirse que el tipo de trabajo generalizado hasta la revolución industrial es el trabajo no libre, el trabajo de esclavos y siervos, cuya ínfima condición social es congruente con la escasa valoración que se da a su esfuerzo.

			
1.º El trabajo en el mundo antiguo


			a) La condición jurídica del esclavo


			Grecia conoció la esclavitud en sentido estricto (douleia), que suponía la consideración del esclavo como un simple bien de su dueño, y junto a ella un tipo peculiar de servidumbre, engrosado por los descendientes de los ocupantes originarios de territorios conquistados militarmente; tal fue el caso de los «ilotas» espartanos que, carentes de libertad, en cuanto que pertenecían a la comunidad de Esparta, gozaban no obstante de ciertos derechos económicos (hacían suya parte del producto de su trabajo) que los asimilaban a los colonos libres2.

			La regulación jurídica de Roma sobre el trabajo humano se basaba asimismo en la figura del esclavo (servi privati, servi publici), regido por el Derecho de cosas, en cuanto que como cosa era considerado. El status de esclavo podía derivarse del nacimiento (el hijo de esclava también era esclavo), de la cautividad en guerra, de la condena penal, de la falta de pago de impuestos, del incumplimiento de una deuda, de la deserción del ejército, etc. El Digesto distingue entre esclavos de Derecho civil (caso del mayor de 25 años que consiente en ser vendido para participar en el precio) y de Derecho de gentes (casos citados del cautivo de guerra o del hijo de esclava)3.

			La importancia cuantitativa del trabajo libre fue, en Roma como en Grecia, muy escasa, en comparación con la extraordinaria difusión de la esclavitud.

			Jurídicamente, el esquema de la relación dueño-esclavo está en las antípodas de la moderna vinculación empresario-trabajador; si el trabajador contemporáneo es una persona que contrata voluntariamente la prestación de su trabajo, el esclavo no es reputado persona, y por tanto carece de la posibilidad de prestar su consentimiento contractualmente. El esclavo es una cosa o, a lo sumo, un semoviente, carente de capacidad jurídica, y reducido a la condición de mero instrumento a cuyo través el dominus realiza su función productiva; es «una máquina puesta al servicio del amo»4.

			En consecuencia, si el dueño hace suyas las utilidades del trabajo del esclavo no es en virtud de ninguna atribución o cesión voluntaria por parte de éste, sino en cuanto que tales utilidades pertenecen al dueño del esclavo según las reglas del Derecho de gentes sobre la propiedad: «todo lo que se adquiere mediante el esclavo, se adquiere para el dueño» (Dig., 1.6; 1 y 2).

			La falta de capacidad del esclavo se extendía, en el Derecho romano, tanto a la imposibilidad de realizar actos de Derecho civil como de Derecho pretorio y de gentes; el esclavo no podía ser titular de relaciones de propiedad, ni de parentesco (ad leges serviles cognationes non pertinent), ni podía contraer obligaciones civiles ni comparecer en juicio. Más radicalmente aún, el esclavo carecía de un derecho subjetivo a la vida y al trato digno, si bien el dominus que mataba o maltrataba a un esclavo podía sufrir sanciones penales y de policía5.

			Debe decirse, finalmente, que el régimen de la esclavitud no fue uniforme en las distintas etapas de la sociedad romana; mientras que en el ocaso de la República y en el Imperio la condición del esclavo fue sumamente rigurosa, en la época del Derecho antiguo el esclavo es llamado «persona» y goza de un trato más humanitario; se le permite constituir un pequeño peculio e incluso puede adquirir en ocasiones un vicarius que le ayude en sus tareas.

			b) El trabajo libre por cuenta propia


			Tanto en Grecia como en Roma existió, junto al régimen de la esclavitud (del que debe decirse que constituía el verdadero soporte de la vida económica) un tipo de trabajo caracterizado por desenvolverse, pese a su naturaleza manual, en régimen de libertad o voluntariedad; se trataba del trabajo de los artesanos. Estos actuaban como verdaderos trabajadores autónomos o por cuenta propia, vendiendo sus productos a una clientela y haciendo suya la utilidad patrimonial de su trabajo.

			En Roma, fueron características las asociaciones de estos artesanos (sodalitia, collegia), que se supone fueron creadas en la época de Numa Pompilio con fines originariamente religiosos y de auxilio mutuo, que más tarde evolucionaron hacia los planteamientos estrictamente profesionales, teniendo como cometido fundamental la fijación de precios y salarios6. Tales corporaciones, disueltas por César, restauradas por Augusto y fuertemente intervenidas por el Estado durante la época del Imperio7, han sido consideradas en ocasiones como antecedentes de los modernos sindicatos; inexactamente porque los collegia no fueron nunca asociaciones de trabajadores dependientes, sino de trabajadores autónomos, que con frecuencia ostentaban la condición de pequeños empresarios y, en consecuencia, tenían trabajadores a su servicio, normalmente esclavos.

			c) El trabajo libre por cuenta ajena: la «locatio-conductio operarum»


			El Derecho romano conoció numerosas figuras jurídicas a través de las cuales se disciplinaban diversos tipos de prestaciones de servicios: así las prestaciones liberales de médicos, abogados, preceptores, etc. (que hoy están sometidas al esquema del contrato civil de arrendamiento de servicios, y no al del contrato de trabajo), las obligaciones de trabajo nacidas de stipulatio, pollicitatio, mandatum, legatum operarum, nexum, etc., y, en fin, las obras prometidas por el liberto al señor que lo manumitía (operae officiales) y las obras que el propio liberto realizaba, no en virtud de obsequium respecto del señor, sino con ánimo de obtener una ganancia (operae fabriles).

			Sin embargo, no es en ninguna de estas figuras jurídicas donde realmente se encuentra el verdadero antecedente de las modernas prestaciones de trabajo libre y por cuenta ajena. Tal antecedente —cuya importancia hay que resaltar, ya que constituye el tipo contractual del que se deriva el contrato de trabajo— viene determinado por la locatio-conductio operarum.

			El esquema de la locatio-conductio operarum coincide literalmente con el del actual contrato de trabajo: un trabajador (locator) se comprometía a realizar personalmente un trabajo por cuenta de un patrono (conductor), de quien recibía una remuneración. El trabajador disponía de la actio locati para exigir tal retribución o merces, mientras que el empresario estaba protegido por la actio conducti para exigir que el trabajador realizase su trabajo diligentemente y ajustándose a las órdenes patronales8. La locatio-conductio operarum se distinguía, pues, netamente de la locatio-conductio operis, contrato antecedente de la ejecución civil de obra a tanto alzado, en cuya virtud un trabajador autónomo pacta la realización de un resultado u opus a cambio de un precio.

			La estructura fundamental de la locatio-conductio operarum —que explica incluso la extraña denominación de este contrato— procede del esquema jurídico de la locatio rerum o arrendamiento de cosas (Perozzi, Monier). Este esquema comenzó aplicándose analógicamente al arrendamiento de los esclavos (reputados simples «animales de trabajo» o cosas) y más tarde al arrendamiento de los hombres libres. Todavía en los primeros tiempos del Imperio la locatio operarum se configura como un arrendamiento de la propia persona: se ignora la noción abstracta de «trabajo» como algo distinto de quien lo ejecuta; así, la Lex Julia Publica et Privata habla del hombre que se arrienda a sí mismo: locare se (Collatio Leg. Rom. et Mos., IX, 2, 2). Confusión entre hombre y trabajo humano que se repite en diversas figuras jurídicas: «el usufructo de un esclavo consiste en sus servicios» (Dig. 7.7.4); «en el legado de los servicios de un esclavo se entiende dado también el uso del mismo» (Dig. 7.7.5); un senado-consulto prohíbe abogar ante los jueces a quien «se hubiere contratado para luchar con las fieras» (Dig. 3.1.1.6).

			Fue precisamente el parentesco entre el arrendamiento de cosas y la locatio-conductio operarum el que llevó a Gierke a proclamar la incompatibilidad entre esta figura y el moderno contrato de trabajo, remitiendo los orígenes de éste no al Derecho romano sino al germánico9.

			De la locatio hominis se evoluciona, ya avanzado el período clásico, a la locatio operarum; Paulo (Collatio, IV, 3, 2) habla ya de locare operas. El trabajo —las operae— se distingue por primera vez de la persona del trabajador10.

			Estos orígenes son los que motivaron que en la locatio-conductio operarum el trabajador quedase en una situación de sometimiento personal respecto del patrono, y que éste ostentase un poder también personal sobre aquél. Sometimiento que no existía en la locatio-conductio operis, en la que el trabajador era autónomo y, por consiguiente, «faltaba el elemento de integración en la esfera de un poder ajeno»11. La distinción se ha perpetuado hasta nuestros días: mientras que el contrato de trabajo se funda en la dependencia del trabajador frente al empresario, el contrato civil de ejecución de obra se basa en la autonomía o independencia del ejecutante.

			
2.º El trabajo en la sociedad medieval


			a) La condición jurídica del trabajador no libre


			La Edad Media conoció una atenuación fundamental del antiguo régimen de la esclavitud, cuya decadencia se había acentuado en la época de Marco Aurelio y los Severos, a consecuencia de su política igualitaria. Por otra parte, habían contribuido a la crisis de la institución dos importantes factores: uno ideológico, constituido por la recepción del ideal humanitario del cristianismo y por el auge de la filosofía estoica; otro, las masivas deserciones de los esclavos rurales que abandonaban las tierras a las que estaban sometidos12. En fin, los propios juristas relegan la creencia de que la esclavitud es una institución natural, y proclaman que todos los hombres son iguales en cuanto al Derecho natural (Ulpiano, Dig., 1, 1, 4).

			La decadencia de la esclavitud, patente durante el Bajo Imperio Romano, no supuso, sin embargo, la supresión del trabajo forzoso: sin contar con las prestaciones forzosas de los villanos y de los esclavos domésticos y rurales que aún subsisten en el Medievo, el régimen generalizado de trabajo, especialmente el agrario, sigue basándose en las prestaciones de hombres desprovistos de plena libertad. Así ocurría con los siervos, cuya aparición se produjo en el Bajo Imperio, coincidiendo con la debilitación de la esclavitud. Los siervos eran tanto antiguos esclavos manumitidos como antiguos hombres libres que, al ser ocupadas sus tierras por el Estado, se vieron constreñidos a quedar sujetos a la tierra (adscriptio terrae), situación que se consolidó con las invasiones bárbaras13.

			El siervo poseía un estatuto jurídico distinto del esclavo, en cuanto que se le reconocía la naturaleza de persona, y no la de mera cosa14. Sin embargo, desde el Bajo Imperio los colonos —servi e incluso libres— se encontraban en una situación de hecho muy próxima a la esclavitud, aunque jurídicamente gozasen de algunos atributos de la personalidad15. La condición de siervo era, como la de esclavo, hereditaria, quedando el siervo obligado, con independencia de su voluntad, a prestar servicios al señor.

			La Edad Media conoció, entre los extremos del hombre libre y el esclavo, multitud de situaciones jurídicas, difíciles de deslindar entre sí; hombres no libres eran los siervos domésticos, cuya situación se confundía con la de los esclavos; los siervos rurales, dotados de cierta autonomía económica, aunque sujetos a pesadas cargas personales y fiscales, los «libres de segundo orden», los «pobres», los esclavos manumitidos, los «protegidos», etc.16

			El Medievo español conoció también numerosas matizaciones en la escala de situaciones de trabajo no libre. Junto a los siervos en sentido estricto, se alineaban los semilibres, que, gozando de personalidad, carecían de libertad de profesión y domicilio y se vinculaban a un señor a través de pactos de benefactoría o encomendaciones; los colonos, tributarios, solariegos o payeses de remensa, todos ellos colonos libres aunque con libertad de movimiento muy restringida, en cuanto que se encontraban adscritos a la tierra y eran enajenados junto con ella17; y algunas curiosas figuras de servidumbre —obnoxatio, dedicatio, donatio puerorum— consistentes en la entrega de personas libres al servicio de iglesias, abadías y santos patronos18.

			En la España medieval cristiana se generaliza, a partir del siglo xi, el régimen señorial, esto es, la «organización económica, social y jurídica derivada de las relaciones de dependencia que, ya por razón de la persona, ya de la tierra, vinculan a los habitantes de un gran dominio o señorío al dominus o señor de éste»19. El señorío constaba de una reserva señorial o dominicum, que debían cultivar los siervos, frecuentemente auxiliados por colonos libres, y de unas tierras cultivadas por los colonos en su propio favor (villas, mansos, heredades, etc.). En fin, los cultivadores de los señoríos se vinculaban al señor, que ejercía sobre ellos su función protectora, mediante numerosos deberes: desde el de cultivar gratuitamente los predios señoriales, hasta el de realizar diversas prestaciones personales en favor del señor (hospedera, yantar, etc.).

			La situación social y personal de los trabajadores rurales sometidos al régimen señorial fue extremadamente dura; el señor ostentaba el derecho de maltratar (ius maletractandi) y encarcelar a sus colonos, de hacerse servir gratuitamente por las mujeres e hijas de éstos, e incluso de hacer «morir de hambre, sed o frío» a los siervos, como permitió Pedro IV en las Cortes de Zaragoza de 138020.

			b) La condición jurídica del trabajador libre: los gremios


			La originalidad del trabajo medieval se centra especialmente en el régimen y características del trabajo libre. Este tipo de trabajo se inserta en una incipiente economía de mercado y se localiza en las ciudades aforadas, ajenas al poder señorial, a cuyo estatuto de libertad se acogen numerosos siervos y semilibres; la peculiaridad más señalada del trabajo libre medieval fue, sin lugar a dudas, su impregnación personal y hasta cuasi familiar y su organización dentro de una estructura corporativa. Los gremios (métiers, arti, mysteries, Gilden) aparecen originariamente en Alemania e Inglaterra, en el siglo xi, procedentes a su vez de las antiguas cofradías religiosas21.

			El gremio se regía por sus Ordenanzas y se hallaba integrado por tres estamentos profesionales: los maestros, los oficiales o compañeros y los aprendices. Tal estructura tripartita no obedeció en ningún momento al propósito de crear una organización asociativa o comunitaria, sino que fue el sustrato personal sobre el que se articularon contratos celebrados entre el maestro, de un lado, y los aprendices y oficiales, de otro.

			Efectivamente, el acceso de los aprendices al gremio tenía lugar mediante contratos celebrados con los maestros con el fin de iniciarse en el conocimiento práctico de un oficio. El aprendiz celebraba el contrato hacia los doce años de edad, y su aprendizaje tenía una duración variable, que solía oscilar entre dos y diez años, según la dificultad del oficio. Durante la vigencia del contrato de aprendizaje, el maestro era titular de una serie de poderes y deberes sobre el aprendiz (derecho de custodia y vigilancia, deber de enseñanza y trato adecuado, etc.), mientras que este último —o sus padres o familiares— se obligaba a satisfacer una cantidad reglamentaria a cambio de la instrucción recibida.

			Cumplido el período de aprendizaje, y previo un juramento «por los Santos» de que realizaría lealmente su función, el aprendiz se convertía en valet (criado), denominación que con el tiempo se transforma en la más usual de compagnon (compañero, oficial). El oficial se integra nuevamente en la organización gremial celebrando un contrato con un maestro, previa oferta de sus servicios en lugares públicos acostumbrados (plazas, proximidades de iglesias, etc.). La relación jurídica entre oficial y maestro se constituía, pues, tras la celebración de un auténtico contrato de trabajo, generalmente adoptado en forma verbal.

			En fin, los oficiales y, en algunos casos, los mismos aprendices, accedían al grado de maestro mediante la realización de exámenes que, hasta el siglo xiv, no presentaron especiales dificultades22.

			En cuanto a sus atribuciones, las corporaciones gremiales conocieron dos fases históricas perfectamente distinguibles entre sí: un período que alcanza hasta el siglo xiv, durante el cual la función básica del gremio es la defensa de los intereses del consumidor, garantizando a tal efecto, mediante minuciosas reglamentaciones, la calidad de la producción, y un segundo período, que comprende desde el siglo xiv hasta fines del xviii, caracterizado por la obsesiva preocupación de las corporaciones por la consolidación de sus privilegios monopolísticos.

			Frente a concepciones más o menos idílicas sobre el gremio, a cuyo tenor éste habría sido un democrático sistema de artesanado popular, que podría servir de modelo a los siglos futuros, la moderna historiografía da por sentado que el gremio —incluso en su etapa más pura y floreciente, cuando aún no se habían generalizado las corruptelas que provocarían su descomposición— fue obra e instrumento de una aristocracia mercantil (diríamos que pre-capitalista) deseosa de controlar el mercado de consumidores y el mercado de trabajo23. Precisamente porque en la estructura gremial apunta el nacimiento de una nueva clase social —la burguesía— ha podido decirse con razón que la instauración de los gremios inició «el fin de los privilegios nobiliarios y eclesiásticos»24.

			En todo caso, y cualesquiera que puedan ser las actitudes que suscite la reflexión socioeconómica sobre el gremio medieval, es lo cierto que en éste se encuentra un antecedente del Derecho del Trabajo25, lo que explica el interés que la figura ha despertado y despierta, no ya sólo entre los historiadores del Derecho, sino entre los cultivadores del Derecho del Trabajo.

			
3.º El trabajo en la sociedad moderna


			a) La crisis del trabajo servil


			En términos generales, puede decirse que el régimen de trabajo forzoso (esclavos, siervos, semilibres) experimenta un considerable decrecimiento durante la Edad Moderna, especialmente en el Occidente europeo.

			Tal decrecimiento del trabajo forzoso no implica en absoluto que la situación del trabajador rural fuese benigna a partir del siglo xv. De un lado, las cargas fiscales presionan duramente sobre las débiles economías de los trabajadores, hasta el punto de que éstos reducen voluntariamente su capacidad productiva por temor a sufrir gravámenes más onerosos. Un contemporáneo (Vauban) pudo decir que «es por esta razón (el temor a las cargas fiscales) por lo que no solamente el campesino y su familia viven muy pobremente y van casi desnudos, esto es, hacen muy poco consumo, sino que además dejan desaprovechada la poca tierra que tienen, no trabajando más que la mitad por temor de que, si rindiera lo que podría rendir abonada y cultivada, hubiera ocasión de duplicar el impuesto»26. De otro lado, las condiciones mismas del trabajo rural, pese a su general humanización, conocieron casos de extremada dureza, como se desprende del testimonio, tantas veces traído a colación, de La Bruyère: «Vemos ciertos animales feroces, machos y hembras, esparcidos por el campo, negros, lívidos, quemados por el sol, adheridos a la tierra que están cavando con una invencible obstinación; tienen una especie de voz articulada, y cuando se levantan sobre sus pies muestran una cara humana; y en efecto, son seres humanos. Por la noche se retiran a sus guaridas, donde viven de pan negro, de agua y de raíces; ahorran a los otros hombres el trabajo de sembrar, de arar y de recoger para vivir, y así merecen el no carecer de ese pan que ellos mismos sembraron»27.

			Por lo que se refiere al régimen jurídico del trabajo rural en la Edad Moderna española, tras el empeoramiento de la situación de los vasallos de señorío desde mediados del siglo xiv a mediados del xv, se observa una mejora general en su condición. Así, los siervos quedan liberados de su vinculación personal al señor en Castilla (1480); en Cataluña, Fernando el Católico suprime, en la Sentencia arbitral de Guadalupe (1486) el ius maletractandi del señor sobre el vasallo, así como los mals usos o abusos acostumbrados del señor frente a sus siervos; en Aragón, sin embargo, es preciso esperar la llegada del siglo xviii (1707) para que Felipe V decrete la abolición del ius maletractandi, al derogar en bloque el Derecho público aragonés28.

			Tal debilitación general de las relaciones de trabajo forzoso no supuso, desde luego, la desaparición radical de las situaciones de libertad disminuida, ni tan siquiera la supresión de la esclavitud en sentido propio: al comercio de esclavos musulmanes y negros se suma, tras la conquista de América, la reducción a la esclavitud de determinadas categorías de indios a los que no se reconoció la naturaleza de hombres libres: los indios peligrosos y hostiles, los indios hechos presos de guerra y los indios adquiridos como esclavos a otros indios29. Sin embargo, el régimen jurídico general de los indios fue el de libertad —se les conceptuaba vasallos de Castilla—, aunque atenuada en la práctica al quedar sujetos al sistema de repartimientos y encomiendas, que colocaban al indígena en una situación de trabajo obligatorio por cuenta de los encomenderos, en ocasiones vitalicia; situación que no desaparece con carácter general hasta fines del siglo xviii.

			La legislación de Indias reguló minuciosamente los distintos aspectos de la prestación laboral de los indígenas, prohibiendo injuriar o maltratar a los indios (Leyes de Indias, lib. VI, tít. X, Ley XXI), estableciendo la obligación de pagarles salarios de «justa y razonable estimación» (Leyes Ind., lib. VI, tít. XII, Ley II), reconociendo el derecho al descanso dominical (Leyes Ind., lib. VI, tít. XV, Ley IX), a la jornada máxima de ocho horas en las fábricas (Leyes, lib. III, tít. VI. Ley VI), y fijando, en fin, normas protectoras de la salud del indio, y especialmente de las mujeres y menores30.

			b) La decadencia del sistema gremial


			La crisis gremial comienza a advertirse en el siglo xiv, y reviste un doble carácter: por una parte, se trata de una crisis de la autonomía del gremio; por otra parte se trata de una crisis de su organización. En cuanto a lo primero, la corporación pierde su poder de autorregulación, inicialmente al tener que someter sus ordenanzas a la homologación de la Corona, y más tarde (así, en Francia durante el reinado de Luis XIV) al ser dictados esos reglamentos o estatutos por el poder real directamente. La tendencia de los reyes a limitar la libertad y los privilegios gremiales se observa en nuestro país tanto en Castilla como en Aragón desde el siglo xiii, y se va acentuando progresivamente en las centurias siguientes.

			Por lo que se refiere a la crisis de la organización gremial, ésta no fue sino la consecuencia del desarrollo de la institución; destinándose ésta básicamente a la autotutela de los intereses de los maestros corporados, no puede extrañar que con el tiempo estos intereses fueran haciéndose más exigentes, en perjuicio de los trabajadores agremiados, de los consumidores y del sistema económico en su conjunto.

			Las corporaciones de oficios se oponen, de este modo, a cualquier innovación técnica, destruyéndose los inventos que amenazan con competir ventajosamente con los viejos procedimientos artesanales. Más y más, el gremio se va convirtiendo en el negocio de un número cada vez menor de maestros, que se enseñorean de las corporaciones y cierran de hecho la posibilidad de que los oficiales accedan a la maestría, exigiendo cuantiosas tasas y complicadas «obras maestras» para obtener tal grado. La categoría de maestro se hace de hecho hereditaria y venal; simultáneamente, se prohíbe el ingreso en el gremio de trabajadores extranjeros y se impide el libre desplazamiento de los agremiados.

			Estos abusos provocaron frecuentes reacciones de los oficiales o «compañeros», que repetidamente se coaligaron en compagnonnages —verdadero antecedente del fenómeno sindical— y recurrieron a medios de presión (huelgas, revueltas).

			La crisis del gremio supuso, en definitiva, un doble proceso de proletarización que alcanzó tanto a los oficiales y aprendices como a numerosos maestros empobrecidos.

			Este gremio anquilosado y monopolístico, al servicio exclusivo de los intereses de una aristocracia mercantil, es el que va a sucumbir bajo el embate de las Revoluciones —la política y la tecnológica— del siglo xviii31.

			c) El trabajo libre en los orígenes del capitalismo: las «manufacturas»


			Frente al tipo de producción gremial, pre-industrial y artesana, la Edad Moderna asiste al nacimiento de un nuevo modelo productivo, basado en la fabricación a gran escala, desde el punto de vista económico, y en la generalización del trabajo libre, desde el punto de vista jurídico. Esta libertad de trabajo —libertad en el doble sentido de que el trabajador no está sometido a señor alguno por víncu-los de esclavitud o servidumbre, y de que está emancipado de las trabas y limitaciones corporativas— es fundamentalmente la consecuencia del establecimiento de un nuevo régimen económico-jurídico de producción y trabajo: la manufactura. Desde el siglo xvi comienzan a aparecer fábricas, comúnmente instaladas fuera de los núcleos urbanos, y separadas así hasta geográficamente del medio gremial, que aglutinan a un número considerable de trabajadores desvinculados del control corporativo. Estas manufacturas, que constituyen indudablemente el antecedente de las grandes fábricas de los siglos xix y xx, obedecen, en su concepción, a las ideas concentradoras (concentración de capitales, de medios materiales y personales) características del capitalismo. Jurídicamente, los vínculos laborales sobre los que se articuló la manufactura atravesaron dos momentos perfectamente distinguibles entre sí: en el primero de ellos, el comerciante o mercader contrata con maestros empobrecidos para adquirir la producción elaborada por estos maestros y sus correspondientes oficiales y aprendices. El sistema se denominó «trabajo por encargo» y jurídicamente se instrumentó sobre el tipo del contrato de empresa. En un segundo momento, el comerciante no se limita a mantener estas relaciones «externas» con los maestros, sino que se convierte él mismo en empresario, colocando bajo su control el proceso productivo, que se centraliza en una factoría o manufactura, sirviéndose del trabajo ajeno mediante la celebración de auténticos contratos de trabajo.

			Es en esta época, como se ha dicho con razón, cuando «aparece el verdadero proletario en el sentido técnico de la palabra»32, y cuando, consiguientemente, comienzan a surgir los problemas característicos del trabajo industrial: salarios insuficientes, jornadas excesivas, gran número de festividades no retribuidas, contratos de trabajo de gran duración, locales insalubres, obligatoriedad de adquirir bienes de consumo en los establecimientos de los propios empresarios, etc. Problemas todos ellos que, agravados por la generalización de la industria, van a replantearse con especial crudeza a partir de la segunda mitad del siglo xviii haciendo patente la necesidad de una legislación reguladora del trabajo dependiente.

			
2. EL MARCO HISTÓRICO DE LA APARICIÓN DEL DERECHO DEL TRABAJO: LA SOCIEDAD INDUSTRIAL

			El Derecho del Trabajo en sentido propio aparece tras la generalización de un tipo específico de trabajo —el trabajo voluntario, dependiente y por cuenta ajena— que desplaza definitivamente las relaciones laborales forzosas, que habían servido de base a la economía antigua y se habían prolongado, si bien crecientemente debilitadas, hasta la Edad Contemporánea. Evidentemente, y según ha tenido ocasión de indicarse anteriormente, trabajo voluntario dependiente y por cuenta ajena lo hubo también con anterioridad a la revolución industrial (piénsese en el arrendamiento de servicios romano, o en el contrato entre maestros corporados y oficiales); pero este tipo de trabajo sólo se difunde, hasta dar lugar a la celebración de contratos en masa y a erigirse en la manifestación prototípica del trabajo humano, con el advenimiento de la llamada «sociedad industrial».

			Es necesario, pues, que quiebre la estructura político-militar del Antiguo Régimen, y que se inaugure un nuevo modelo de vida socioeconómica basado en la tecnología (Saint-Simon) y en la economía, así como en el pensamiento secularizado (Comte), para que se sienta la necesidad de dotar de una nueva ordenación jurídica al trabajo humano. El Derecho del Trabajo surge, de este modo, como una respuesta al reto de la sociedad industrial, caracterizada tanto por la acumulación y circulación de capitales y la estructuración de la vida económica en torno al eje producción-consumo, como por el aumento y concentración de los trabajadores en centros fabriles, la creciente división del trabajo y el nacimiento de la conciencia obrera33.

			Los inicios de la revolución industrial suelen situarse hacia 1760, en Gran Bretaña, y van acompañados de muy diversas y complejas circunstancias, cuya concurrencia hizo posible el tránsito del Antiguo Régimen a la sociedad contemporánea. Como fenómenos característicos a este respecto deben citarse el aumento de la población, el rápido crecimiento del ahorro y del capital, la movilidad y concentración de capitales, favorecidas por las bajas tasas de interés (en 1757 el tipo medio de interés es del 3 por 100) y, por lo que se refiere al trabajo, la aplicación del maquinismo a la producción industrial —e incluso a la agrícola— y la división y movilidad del trabajo, liberado definitivamente de las opresivas trabas del corporativismo gremial.

			Pero junto a estos acontecimientos demográficos, económicos y tecnológicos, es preciso reconocer la extraordinaria importancia desempeñada por las nuevas ideas que venían abriéndose paso desde los albores de la Edad Moderna. La Revolución industrial fue así el resultado histórico de una conjunción de acontecimientos: hechos nuevos, por una parte, e ideas nuevas por otra; ideas que se inscriben en la filosofía liberal, empirista y utilitarista de la época.

			
1.º Aspectos técnico-productivos del trabajo


			a) La división del trabajo


			El fenómeno más característico que se produce, sin ninguna duda, respecto a la configuración del trabajo contemporáneo, es el de la división del trabajo. «El mayor adelanto realizado en la capacidad productiva del trabajo, y la parte mayor de la aptitud, destreza y discernimiento con que es dirigido o aplicado en todas partes —escribía en 1776 Adam Smith34— parecen haber sido consecuencia de la división del mismo». Y más adelante, añadía: «Este considerable aumento en la cantidad de obra que es capaz de realizar el mismo número de personas, como consecuencia de la división del trabajo, se debe a tres circunstancias distintas: primera, el aumento de la destreza de cada uno de los operarios; segunda, el ahorro del tiempo que suele perderse cuando se cambia de una clase de tarea a otra distinta, y finalmente, la invención de gran número de máquinas que facilitan y abrevian el trabajo, capacitando a un hombre para realizar la tarea de muchos»35.

			La división del trabajo supuso, por otra parte, la aceleración del cambio mercantil y el estímulo de la vida económica; en este cambio, magistralmente caracterizado por el propio Smith, ocupa un lugar esencial el dinero que, a la postre, no es sino una representación nominal de un valor; a saber: el valor del trabajo («lo que se adquiere con dinero o con bienes es comprado con el trabajo», nos dirá Smith, y más adelante: «como el trabajo es lo único que no varía de valor, sólo el trabajo es el tipo último y real por el que se calcula y compara en todo tiempo y lugar el precio de todos los artículos»).

			La división del trabajo llega en nuestros días a su máximo grado: los iniciales estudios de Taylor desembocan en la creación de técnicas sumamente precisas de «configuración del proceso de trabajo», de tiempos y movimientos (diagramas, planos sobre recorrido de materiales), cuyo presupuesto básico es la existencia de una superespecialización, que a su vez exige la implantación de instituciones de formación profesional.

			La división del trabajo, causa y efecto al tiempo de la producción en masa, ha dado lugar, sin embargo, a la aparición de lo que se ha llamado «trabajo en migajas»36, esto es, un trabajo exageradamente fraccionado, cuyas consecuencias psicosociales son con gran frecuencia negativas37. Frente a ese trabajo excesivamente parcelado se propone hoy el modelo de «trabajo polivalente», del que se hace eco el ET (art. 22.4).

			b) La concentración de los trabajadores en fábricas


			Junto a la división del trabajo, debe destacarse, por su decisiva importancia sobre la naturaleza de las nuevas relaciones laborales y de su ulterior ordenación jurídica, el hecho de la concentración de los trabajadores en el local de la fábrica, establecimiento o centro de trabajo. Sobre la base física de estos centros en los que simultáneamente van a desenvolverse centenares de prestaciones de trabajo es, precisamente, sobre la que va a fundarse la moderna empresa de producción.

			Al trabajo individual o, a lo sumo, realizado en régimen familiar o cuasi-familiar, va a suceder la concentración masiva de prestaciones por cuenta de un mismo empresario. De este modo va a surgir la organización jerárquica que es la «fábrica», uno de los ejemplos típicos —junto con las organizaciones penitenciarias, hospitalarias y educativas— de la llamada «sociedad disciplinaria»38.

			Las razones que motivaron la concentración de los trabajadores en un solo lugar de trabajo fueron muy varias: en unos casos, se trataba de la propia naturaleza de la industria, que pugnaba con la producción en pequeña escala (así, el caso de la industria de la fundición); en otros, se imponía el control y vigilancia de trabajadores dispersos en un sinfín de talleres domésticos (así, en la industria lanera y en la cerámica).

			
2.º Aspectos jurídicos del trabajo


			La nueva organización técnica del trabajo, basada sustancialmente en la concentración de los trabajadores en fábricas industriales y en la creciente división y especialización del trabajo, dio lugar a la difusión de un nuevo tipo de trabajador —el proletario— cuya figura ya había apuntado al crearse las primeras manufacturas de la Edad Moderna. Las legislaciones liberales reconocen al trabajador la libertad de contratar; pero el cambio de libertades entre contratantes, en el que tanta fe depositaba la Asamblea Constituyente en 1791, había de traducirse en el establecimiento de unas condiciones de trabajo impuestas por el empresario a una población obrera abundante y desunida.

			a) La libertad teórica del trabajador y sus limitaciones reales


			Con el triunfo de la revolución francesa, la exaltación que de la libertad venían haciendo los filósofos ilustrados se convierte en dogma constitucional. El primero de los Derechos del Hombre y del Ciudadano que preceden, a modo de preámbulo, a la Constitución de 1791, es precisamente el derecho a la libertad: «los hombres nacen y permanecen libres e iguales en derechos», se afirma con acento rousseauniano.

			El dogma de la libertad de trabajo se oponía al tiempo, aunque con ímpetu desigual en la práctica, tanto a las trabas gremiales como a la esclavitud. En cuanto a las primeras, coincidiendo la ideología individualista y los intereses industriales de la burguesía respecto a la necesidad de su desaparición, una temprana disposición —Ley Le Chapelier, de 1791— pone formalmente fin a los gremios o corporaciones de oficios.

			Menos fácil fue obtener una condena eficaz de la esclavitud, reverdecida a consecuencia del creciente tráfico de esclavos africanos orientado especialmente hacia los Estados Unidos de América39. Es cierto que en el Acta final del Congreso de Viena (1815) los vencedores de Napoleón hacían una condena de la trata de negros, y que el Tratado de las Cinco Potencias (1841) repetía el gesto condenatorio; pero la esclavitud siguió siendo un fenómeno extendido hasta bien entrado el siglo xx; así, el Acta General de la Conferencia de Bruselas (1889-1890) y el Congreso de Saint-Germain-en-Laye (1919) reiteran el propósito de exterminar la esclavitud. Todavía el 12.6.1924 el Consejo de la SDN nombra una Comisión informativa sobre el estado de la esclavitud; en 12.9.1927, España ratifica el Convenio internacional relativo a la esclavitud.

			La libertad jurídica del trabajador se veía oscurecida en la práctica por la necesidad que el obrero tenía de aceptar las condiciones contractuales que le fijaba el empresario, sin otra alternativa que la del paro y la miseria. La situación real del trabajador durante los años de la revolución industrial fue extremadamente dura; la tan alabada libertad de contratación se traducía en la fijación de períodos de prestación excesivamente dilatados, en la prolongación de las jornadas de trabajo hasta límites inhumanos, en la falta de atención patronal hacia la seguridad y la higiene de los locales y medios de trabajo, en la abusiva utilización de la mano de obra infantil y femenina, en los abusos en materia salarial, etc. A estas limitaciones reales de la libertad teórica del trabajador se hace referencia seguidamente, no sin advertir que fue básicamente la denuncia (no siempre pacífica) de estos males la que condujo a la promulgación de las primeras normas de Derecho del Trabajo en sentido estricto.

			b) La duración de los contratos de trabajo


			El Derecho liberal mostró en todo momento su oposición a la contratación de por vida, que sumía de hecho al trabajador en una situación próxima a la esclavitud; el Código Napoleón consideraba en su Exposición de Motivos que resulta anómalo que un trabajador contrate por toda su vida, y en su art. 1.780 disponía que el contrato de domésticos y obreros sólo podría concertarse por tiempo cierto o para la ejecución de una obra determinada, concepción que pasó a otros Códigos civiles (así, art. 1.583 del CC español: «el arrendamiento —de servicios— hecho por toda la vida es nulo»40). Sin embargo, esta razonable prevención legislativa no impidió que en los primeros tiempos de la revolución industrial fuesen frecuentes los contratos de largas duraciones, claramente abusivas (seis, siete o más años). Ashton cita el caso de un contrato de trabajo celebrado por un período de veinticinco años, así como el más extremo de «algunos fundidores de Gales del Sur que tuvieron la obligación de prestar sus servicios hasta el fin de sus días»41.

			A esta limitación de la libertad contractual —encubierta aparentemente por el dogma de la autonomía de la voluntad de las partes— venía a sumarse una segunda limitación de signo contrario: el trabajador carecía de un derecho a la estabilidad en su empleo, ya que se partía de la contratación temporal como supuesto habitual; y respecto de los contratos indefinidos se reconocía (vid. arts. 1.584 y 1.586 CC) a ambos contratantes (trabajador y empresario) idéntica facultad de resolver unilateralmente el contrato.

			c) La prolongación de las jornadas de trabajo


			Paralelamente a esta situación en cuanto a duración del contrato de los trabajadores y en cuanto a su propia situación de sometimiento al empresario, las jornadas se incrementaron hasta límites increíbles; se acostumbra citar a este respecto las jornadas de catorce a dieciséis horas a que se vieron sometidos incluso los niños, algunos no mayores de siete años. Así se explica que cuando el Proyecto de Ley de Alonso Martínez (1855) limitaba la jornada laboral de los jóvenes de doce a dieciocho años a diez horas (art. 7.º) pretendía alcanzar una importante conquista social.

			d) Las condiciones de seguridad e higiene


			A las largas y agotadoras jornadas —facilitadas por la invención del alumbrado de gas— han de añadirse las pésimas condiciones de seguridad, higiene y salubridad en que se desenvolvió el trabajo a partir de la revolución industrial.

			La calamitosa situación de los trabajadores, especialmente de las industrias extractivas, sometidos a durísimas condiciones de trabajo y a graves riesgos de accidente, fue sin duda uno de los hechos que de un modo más acuciante reclamaron la intervención de los poderes públicos.

			Por añadidura, a los grandes riesgos que la mecanización del trabajo había introducido se unía la completa falta de cualquier medida de prevención y previsión social.

			e) El trabajo de mujeres y menores


			El trabajo infantil, por otra parte, alcanzó en tiempos de la revolución industrial un extraordinario volumen, debido tanto a la falta de mano de obra adulta en determinadas regiones, como al deseo de los empresarios de reducir los costos de producción sirviéndose del trabajo, peor remunerado, de niños y mujeres (las llamadas entonces «fuerzas medias»), y a la idea —muy extendida en la época— de la casi imposibilidad de readaptar a los adultos a las nuevas técnicas industriales.

			El célebre informe del Dr. Villermé ofrece datos sobrecogedores sobre la duración media de la vida del trabajador francés a principios de siglo xix; en una encuesta realizada en Mulhouse, sólo un 27 por 100 de los hijos de los obreros encuestados llegaban a cumplir los diez años. Numerosos niños trabajadores morían entre los siete y los diez años. Estos mismos niños, según Villermé, trabajaban durante jornadas de dieciséis y diecisiete horas: «Esto no es trabajo a destajo; es una tortura que se inflige a niños de seis a ocho años, mal alimentados, obligados a recorrer desde las cinco de la mañana la larga distancia que los separa de los talleres, a la que se añade por la noche el regreso desde los mismos talleres». En 1871, una autoridad médica local inglesa «informó de que había encontrado, todavía, a un niño de tres años en una fábrica de fósforos de Bethnal Green»42.

			Las condiciones en que se desenvolvía el trabajo femenino en las fábricas no eran superiores a las descritas; en ocasiones, la dureza insoportable del régimen de trabajo motivaba levantamientos y huelgas, como la célebre de 1888, alentada por la publicación por Lady Besant de un artículo sobre la situación de las trabajadoras ocupadas en la fabricación de cerillas43.

			f) El régimen salarial y sus abusos


			Por último, el desequilibrio entre la oferta y la demanda de trabajo, fundado esencialmente en la existencia de grandes excedentes de mano de obra, fue causa de los bajos salarios con que se retribuía al trabajador. Varios fenómenos contribuyeron a la consagración de una estructura salarial que sumió al trabajador en la indigencia.

			De un lado, la insuficiencia de los salarios y el distanciamiento de las fechas de pago motivaron que el trabajador viviese perpetuamente del crédito, asumiendo la posición de deudor crónico frente al empresario. Con frecuencia, el trabajador se veía obligado, para saldar su deuda, a trabajar con cargo a los salarios anticipados, constituyendo la suya una situación de auténtica servidumbre. En ocasiones, incluso, la imposibilidad de que el trabajador enjugase sus deudas ni aun con su vinculación vitalicia al empresario, determinaba que fuesen sus hijos quienes redimiesen el resto del débito, trabajando sin obtener compensación salarial.

			De otra parte, no fue infrecuente en tiempos de la revolución industrial —especialmente en las pequeñas industrias— que los empresarios utilizasen pesas y medidas adulteradas, con el objeto de recibir mayor cantidad de producto que la que ellos mismos habían entregado a los trabajadores para su elaboración y transformación, fomentando de ese modo la posición deudora del trabajador, y su correlativa servidumbre de hecho.

			Finalmente, y como coronación de estos abusos patronales, la revolución industrial asistió al nacimiento de un particular sistema retributivo: el régimen del truck.

			El origen del régimen del truck debe buscarse en un hecho tan simple como el de la escasez de moneda fraccionaria con que realizar el pago de los salarios. Fue esta escasez la que motivó tanto la práctica del pago en especie como la retribución por medio de fichas, vales o pagarés extendidos por el empresario. En un primer estadio, estos vales son aceptados como medio de cambio por los comerciantes, con el aval o garantía del empresario; más adelante, la comprobación de que los vales no solían ser aceptados por los comerciantes sino asignándoles un valor inferior al suyo real, indujo a los empresarios a constituirse en abastecedores de sus propios trabajadores; los vales o pagarés representativos del salario eran forzosamente canjeados por los bienes o productos expendidos en establecimientos patronales; la rigidez de la demanda de tales bienes posibilitaba tanto la fijación de precios abusivos como la mala calidad de los productos. Las consecuencias que el sistema supuso para las economías de los trabajadores y para su situación personal fueron muy graves, en cuanto que el truck contribuyó de modo decisivo al endeudamiento del trabajador frente al empresario y a su estado de sumisión vitalicia.

			
3. EL MOVIMIENTO OBRERO, FACTOR DETERMINANTE DE LA APARICIÓN DEL DERECHO DEL TRABAJO

			La expansión del proletariado, paralela a la quiebra del sistema gremial, y consustancial a la producción industrial en masa, no tardó en proporcionar a los trabajadores la conciencia de su extraordinaria fuerza y la necesidad de su agrupación para hacer valer sus reivindicaciones. Surge de este modo el movimiento obrero, entendido como reacción contra el sistema de división de clases propio de las modernas sociedades industrializadas y sustentado por la burguesía triunfante en la revolución de 1789. Tal reacción —patente en la intención de hacer una revolución obrera que se manifiesta en los importantes hechos revolucionarios de 1848 y en la proclamación de la Comuna de París en 1871— tiene un doble origen: de un lado, el movimiento obrero nace del «divorcio entre el trabajador y los medios de producción»44, divorcio que significó el apartamiento del proletariado tanto del capital como de los bienes producidos; y de otro, surge de la aparición de una conciencia de clase obrera.

			Dejando a los historiadores la tarea ingente de estudiar la evolución del movimiento obrero, interesa a la ciencia del Derecho del Trabajo puntualizar en qué medida las acciones reivindicativas del proletariado organizado han influido en la aparición y consolidación de las leyes laborales.

			Podría distinguirse al respecto una doble línea de influencia del movimiento obrero sobre el Derecho del Trabajo:

			—De un lado, la más ostensible de esas líneas consiste en la presión que el poder público recibe de organizaciones proletarias partidarias de la acción directa, de la violencia, de la solución radical de la cuestión social. Frente al ataque frontal que supone la abierta negación del Estado, la impugnación de los partidos políticos a los que se acusa de traicionar la causa obrera45, el rechazo de toda colaboración con el poder, y, consiguientemente, la denuncia de la legislación social como trampa destinada a integrar y disolver las luchas obreras, el Estado reacciona, precisamente, con medidas reformistas que persiguen la atenuación del conflicto social (y, por supuesto, con medidas penales que pretenden neutralizar la acción del obrerismo revolucionario). Tal es, como ejemplo más característico, la continuada actitud de los gobernantes frente a los movimientos anarco-sindicalistas.

			—De otro lado, la segunda de esas líneas se mueve en una continua tensión optativa (posturas radicales, posturas moderadas), aunque adoptando en general actitudes más constructivas desde el punto de vista de la relación proletariado-poder público: frente a la acracia se defiende la autoridad, frente al apoliticismo se practica la participación política, frente a la idea de la revolución total e inminente se sustenta la más pragmática de la evolución posible y lenta; no se rehúye la colaboración con el Estado, se acepta incluso el ejercicio de funciones en el aparato estatal, y, como corolario de todo ello, no se rechazan los frutos legislativos de una acción reformista del poder público. Tal es, también como ejemplo más significado, la posición práctica del movimiento socialista —sin perjuicio de sus postulados teóricos de indudable radicalismo: conquista del poder por la clase trabajadora, colectivización de la propiedad de los medios de producción, desaparición de las clases sociales…—. De aquí, el estímulo que esta tendencia ofrece al reformismo estatal, y de aquí también la abierta colaboración que llega a producirse en algunos períodos entre el movimiento obrero socialista y el poder político.

			En definitiva, esas dos líneas básicas influyen poderosamente —queriéndolo una de ellas, rechazándolo la otra— en la intensificación del proceso legislativo en materia laboral, difícilmente comprensible si se orilla el hecho histórico de la presión del movimiento obrero.

			
4. EVOLUCIÓN DEL DERECHO ESPAÑOL DEL TRABAJO

			Prescindiendo de más remotos antecedentes, y aceptando la fecha con la que tradicionalmente se abre la historia de nuestro Derecho del Trabajo (la fecha de la Ley de 24 de julio de 1873, sobre trabajo de menores), pueden distinguirse los siguientes períodos en la evolución de las leyes laborales de España:

			
1.º La primera legislación social


			Sin ningún propósito sistemático, y como fruto de preocupaciones filantrópicas (protección del trabajador individual) y defensivas (protección frente al movimiento obrero), se sucede desde 1873 hasta 1917 un largo capítulo legislativo en el que se colocan las primeras piedras de lo que ha de ser un futuro Derecho del Trabajo46.

			a) En cuanto «tuitiva» o «filantrópica», esa primera obra legislativa se destina en gran medida a mejorar la condición de trabajadores especialmente dignos de protección: niños, mujeres, inválidos… Se dictan así normas sobre el trabajo de menores, tales como la Ley de 24.7.1873, que prohíbe el trabajo de los menores de diez años y dicta otras prescripciones de carácter protector; la Ley de 26.7.1878, que prohíbe los trabajos peligrosos «de equilibrio, de fuerza o de dislocación» a los menores de dieciséis años; la Ley de 13.3.1900, que establece diversas prohibiciones de trabajo de menores, etc. Y se dictan también, con igual finalidad protectora, disposiciones relativas al trabajo de las mujeres; la propia Ley de 13.3.1900 fija un plazo de descanso postparto y reconoce el derecho a interrumpir la jornada laboral una hora al día a la trabajadora con hijos lactantes; la Ley de 20.2.1912 —«Ley de la Silla»— establece el derecho de la empleada de centros no fabriles a utilizar un asiento; la Ley de 11.7.1912 prohíbe el trabajo nocturno de la mujer en talleres y fábricas.

			b) Un segundo conjunto de medidas legales se destina a la protección de la salud del obrero: la propia Ley de 24.7.1873 contiene prescripciones sobre lo que ya denomina seguridad e higiene en el trabajo; a ella se suman las primeras normas relativas a los accidentes de trabajo (sobre ellas, Cap. XXIV.2.2.º).

			c) En el plano de las relaciones colectivas de trabajo debe destacarse en esta etapa la promulgación de la Ley de Huelgas de 27.4.1909, que proclama el derecho a la coligación, la huelga y el paro; previamente, la Ley de 19.5.1908 había regulado los Consejos de Conciliación y Arbitraje Industrial.

			d) En materia de fijación de condiciones de trabajo, debe destacarse la Ley de 3.3.1904, sobre descanso dominical, reglamentada por RD de 19.4.1905 (en la que se contempla una incipiente e indirecta forma de convenio colectivo consistente en la fijación de las condiciones específicas del descanso por acuerdo de los gremios y asociaciones legalmente constituidos); el RD de 18.7.1907 se enfrenta con el reprobado truck system y prohíbe las tiendas y cantinas patronales; la Ley de 17.7.1911 regula el contrato de aprendizaje.

			e) Desde el punto de vista organizativo, aparecen en esta etapa las primeras y decisivas muestras del intervencionismo administrativo en las cuestiones sociales: el RD de 5.12.1883 (refrendado por Moret) crea la «Comisión para el estudio de las cuestiones que directamente interesan a la mejora o bienestar de las clases obreras, tanto industriales como agrícolas y que afectan a las relaciones entre el capital y el trabajo», reorganizada bajo el nombre de «Comisión de Reformas Sociales» por RD de 13.3.1890, y cuya labor es preparatoria de la ingente tarea que había de acometer el Instituto de Reformas Sociales, creado por RD de 23.4.1903 bajo la inspiración de Canalejas, y cuyo primer presidente fue don Gumersindo de Azcárate. El Instituto no sólo fue un órgano de asesoramiento del Ministro de la Gobernación, sino un gabinete de estudios socio-jurídicos al que se vincularon eminentes personalidades (González Posada, Marvá, Clemente de Diego, Sangro, Zancada, Gascón y Marín, etc.), y que produjo un impresionante volumen de estudios, informes y colecciones legislativas que hoy son de imprescindible consulta para el conocimiento de la situación social (y jurídico-laboral) de la época. Pocos años más tarde nace, sobre un proyecto de La Cierva, el Instituto Nacional de Previsión, al que se ha calificado como «una de las conquistas más impresionantes en el campo de la legislación española» (Carr). La Ley de 27.2.1908, creadora del INP, atribuía a éste la misión de «difundir e inculcar la previsión popular, especialmente la realizada en forma de pensiones de retiro» (cfr. Cap. XXIV.2.2.º, sobre los seguros sociales en esta etapa).

			La Inspección de Trabajo se crea en esta época por el RD de 1.3.1906, y en materia de conflictos laborales se aprueba la Ley de Tribunales Industriales de 19.5.1908, reformada por la Ley de 22.7.1912 (sobre dichos Tribunales, infra, Cap. VIII.2.2.º).

			Esta primera legislación no supuso, sin embargo, una mejora inmediata de las condiciones de trabajo, dado su escaso grado de cumplimiento en esta etapa.

			
2.º La formación del Derecho del Trabajo


			El septenio 1917-1923 es fundamental para la formación de un Derecho del Trabajo sistemático, superador de la larga etapa precedente en la que, como se ha advertido, la obra legislativa carece de un propósito unificador y coherente.

			Si los cuarenta y cuatro años que median entre 1873 y 1917 producen una normativa social que oscila entre el talante humanitario y la pura y simple represión penal, en 1917 (año significativo por tantos motivos: guerra mundial, revolución rusa, huelga general en España) se asiste al nacimiento de una legislación racionalizadora, preocupada por los problemas sociales en conexión con los económicos, que consolida el intervencionismo estatal y prepara el establecimiento de un régimen corporativo.

			a) Preocupación fundamental del legislador del septenio fue la de establecer una jornada máxima; a tal preocupación obedece la promulgación de la Ley de 4.7.1918, sobre jornada mercantil, del RD de 15.3.1919, sobre jornada máxima (y aumento de salarios) en el ramo de la construcción, el RD de 3.4.1919, estableciendo la jornada máxima de ocho horas, el RD de 21.8.1919, sobre excepciones a la jornada máxima legal, etc.

			b) Una clara actitud precorporativista recorre la normativa laboral de la época. De ella son testimonio, entre otras normas, el RD de 30.4.1919, en el que se prevén unas Juntas reguladoras de las condiciones de trabajo, de carácter paritario; el RD de 5.10.1922, en el que se contempla un intento de generalización del régimen paritario, y el ya citado RD de 15.3.1919 que procede a la creación de comités paritarios; debe, en fin, citarse el RD de 20.4.1920 por el que se crea la Comisión Mixta del Trabajo en el Comercio de Barcelona.

			c) No faltan en el período intentos de ordenación sistemática del contrato de trabajo; así, el RD de 13.11.1919.

			d) En el orden administrativo, tiene gran trascendencia la creación del Ministerio de Trabajo (RD de 8.5.1920), siendo presidente del Consejo de Ministros don Eduardo Dato.

			e) La adhesión del Gobierno español al Pacto de la Sociedad de Naciones y la paralela aceptación de las estipulaciones contenidas en la Parte XIII del Trabajo de Versalles (adhesión autorizada por Ley de 14.8.1919) tuvo como inmediatas consecuencias la ratificación por España de los Convenios de la OIT núm. 2 (1919) sobre desempleo —ratificado el 13.7.1922— y núm. 3 (1919) sobre empleo de mujeres antes y después del parto —ratificado el 12.7.1922—.

			(Sobre las normas de Previsión Social del período, infra, Cap. XXIV.2.2.º)

			
3.º La consolidación del Derecho del Trabajo


			La consolidación del Derecho del Trabajo como un sistema jurídico dotado de principios propios y de verdadera sustantividad frente a otros sectores del Ordenamiento, se produce en virtud de la obra legislativa de la Dictadura del general Primo de Rivera y de la II República.

			— El Derecho del Trabajo en la Dictadura

			a) Un factor decisivo de consolidación del Derecho del Trabajo es, sin duda, la promulgación del Código del Trabajo (RDL de 23.8.1926), cuya regulación se centra en el contrato de trabajo, «institución esencial y básica de toda la política social», en las palabras de la E. de M. del RDL, aunque se extiende a otras materias: contrato de aprendizaje, accidentes de trabajo y Tribunales Industriales47. En la E. de M. al Rey, el ministro don Eduardo Aunós reconocía que el Código distaba de ser una ordenación completa de la materia laboral, ordenación con toda seguridad prematura en aquel momento.

			b) El segundo gran eje sobre el que gira la obra legislativa de Primo de Rivera es la Organización Corporativa Nacional, notoriamente inspirada por el propio Aunós, establecida por el RDL de 26.11.1926 (Texto Refundido de 8.3.1929)48.

			La Organización Corporativa se inspiraba en dos principios: el de la intervención del Estado en el problema social y el de la necesidad de organizar la economía nacional. El régimen corporativo se instrumentaba mediante una serie escalonada de órganos: 1) Comités paritarios (locales o interlocales), concebidos como organismos de Derecho público, que asumían funciones normativas y jurisdiccionales, básicamente (más ampliamente, infra, Cap. VIII.2.2.º); 2) Comisiones mixtas integradas por un conjunto de Comités enlazados por un Consejo; 3) Consejo de Corporación (ésta integraba a todos los Comités Paritarios de un mismo oficio); 4) Comisión Delegada de Consejos (formada por una representación tripartita: obreros, patronos y Ministerio de Tra-bajo).

			El establecimiento de la Organización Corporativa significaba la máxima realización alcanzada por las viejas aspiraciones armonicistas, deseosas de sustituir el dogma marxista de la lucha de clases por el principio de la pacífica colaboración entre éstas. Con la institución de la Organización Corporativa, los sindicatos quedan notablemente relegados, y, consiguientemente, las «bases de trabajo» elaboradas por los entes paritarios minimizan la importancia de los convenios colectivos sindicales. La obra de la Dictadura en materia de relaciones colectivas de trabajo supuso, pues, el desplazamiento del poder normativo sindical en beneficio del de organismos profesionales de Derecho público, integrados en el aparato de la Administración de Trabajo.

			c) Otras medidas legislativas de la Dictadura fueron el RDL de 21.6.1926, sobre protección a las familias numerosas, el RDL de 22.3.1929, instituyendo el seguro de maternidad, y el RDL de 20.12.1924 aprobando el Texto Refundido de la Ley de Emigración.

			— El Derecho del Trabajo en la II República

			a) La trascendencia que la ordenación jurídica del trabajo mereció a la II República49 quedó reflejada en diversas declaraciones de la Constitución de 9 de diciembre de 1931, que, tras definir a España como «una República democrática de trabajadores de toda clase» (art. 1.º), reconocían la posibilidad de libre asociación y sindicación «conforme a las Leyes del Estado» (art. 39), y fijaban el programa constitucional en materia de legislación de trabajo y de seguridad social (art. 46).

			b) En materia de regulación de condiciones de trabajo, se dictan disposiciones fundamentales: la LCT de 21.11.1931, aprobada por las Cortes Constituyentes (y refundida en la LCT de 1944), la Ley de Jornada Máxima Legal, aprobada por D. de 1.7.1931, elevado a Ley por la de 9.9.1932, vigente en parte hasta 1983, etc.

			c) La extensión del paro forzoso determinó la publicación de diversas normas destinadas a paliarlo: el gobierno provisional de la República dictó, entre otras, el D. de 19.5.1931 y el de 28.4.1931, convertido más tarde (9.9.1931) en Ley de Términos Municipales, vigente hasta 1934. En 1931 se promulgó también la Ley (de 9.9) de Colocación Obrera. La Ley de 25.6.1935 creó la Junta Nacional contra el Paro y el D. de 29.11.1935 reguló las medidas de extinción o modificación de relaciones laborales en caso de «falta de trabajo».

			d) Al régimen de los Comités Paritarios de la Dictadura sucede el de los Jurados Mixtos que, si bien en un contexto jurídico-político diferente, no es sino la continuación de aquél50. El Jurado Mixto se definía (art. 2.º L. 27.11.1931, texto refundido de 29.8.1935) como «institución de Derecho público encargada de regular la vida de la profesión y de ejercer funciones de conciliación y arbitraje». Ni el sistema de los Comités Paritarios ni su continuador el de los Jurados Mixtos consiguieron la armonización de intereses obrero-patronales que pretendían; su fracaso fue denunciado repetidamente51. (Sobre los Jurados, más detalles en Cap. VIII.2.2.º)

			e) En materia sindical se dicta, de acuerdo con el art. 39 de la Constitución, la Ley de 8.4.1932 sobre asociaciones de patronos o de obreros, para la «defensa de los intereses de las clases respectivas» (art. 1.º). Las asociaciones profesionales gozaban de personalidad y se constituían libremente, sin más requisito formal que el registro de los Estatutos (art. 8.º), y agrupaban con total independencia a trabajadores y empresarios. La afiliación y la separación de los afiliados eran voluntarias (arts. 2 y 6). La suspensión y la disolución de las asociaciones sólo podían realizarse por decisión judicial o por motivos previstos en los Estatutos (arts. 41, 42 y 45). A las asociaciones de trabajadores y empresarios competía, como funciones más características, la negociación de convenios colectivos de condiciones de trabajo, la designación de representaciones para resolver conflictos colectivos, el ejercicio de acciones ante los Tribunales, etc. (art. 19).

			f) En materia de conflictos colectivos, los preceptos de la Ley de Jurados Mixtos, en relación con los de la Ley de Huelgas de 1909, permitían la huelga y el lock-out, si bien sometiéndolos a preaviso y exigiendo que las correspondientes declaraciones (de huelga o cierre patronal) partiesen de la Junta General de asociados. Por otra parte, el recurso a estos medios de presión tenía lugar in extremis tras haberse intentado sin éxito un doble procedimiento de conciliación ante el Jurado Mixto y ante el Consejo de Trabajo.

			g) En materia de Jurisdicción, se crearon los Jurados Mixtos, a los que ya se ha aludido, el Tribunal Central de Trabajo (previsto para conocer del recurso de apelación) y la Sala de Cuestiones Sociales del TS (que conocía del recurso de revisión).

			h) En materia de Derecho internacional del Trabajo, se suscribieron y ratificaron numerosos convenios adoptados por la OIT.

			(En materia de Seguridad Social, infra, Cap. XXIV.2.2.º)

			
4.º El Derecho del Trabajo en el régimen franquista


			La promulgación del Fuero del Trabajo (D. 9.3.1938) inicia una nueva etapa en la evolución del Derecho español del Trabajo, en la que, a muy grandes rasgos, se distinguen dos períodos: el primero, marcadamente intervencionista y autoritario, que llega hasta 1953 (fecha de la promulgación del Reglamento de Jurados de Empresa), y el segundo, que arranca de esta fecha y permite una cierta participación de los «interlocutores sociales» (trabajadores y empresarios) en la regulación de las condiciones de trabajo.

			a) Al primero de dichos períodos corresponde la promulgación del propio Fuero del Trabajo, que encomienda al Estado funciones normativas, fiscalizadoras y jurisdiccionales en materia laboral, y la L. 16.10.1942, sobre Reglamentaciones de Trabajo52, que parte del principio (contenido en su Exposición de Motivos) de que «es competencia exclusiva del Ministerio de Trabajo la aprobación, aplicación e inspección de las Leyes de Trabajo».

			A esta misma época corresponden —aparte de otras muchas disposiciones menores— los textos básicos sobre la Organización nacionalsindicalista (L. de 26.1.1940, sobre Unidad Sindical; L. de 6.12.1940, sobre Organización Sindical; L. de 23.6.1941, sobre Clasificación de Sindicatos).

			También se dictan en esta época normas básicas en materia jurisdiccional (D. 13.5.1938, que instituye la Magistratura de Trabajo, suprimiendo los Jurados Mixtos y Tribunales Industriales que venían funcionando durante la II República; L. 17.10.1940, Orgánica de la Magistratura de Trabajo).

			En fin, en esta fase del Derecho español del Trabajo se dictan normas tan importantes como el texto refundido de la Ley de Contrato de Trabajo (D. 26.1.1944 y D. 31.3.1944), la Ley y Reglamento de Descanso Dominical (L. 13.7.1940 y D. 25.1.1941), el Reglamento General de Seguridad e Higiene en el trabajo (O. 31.1.1940), la Ley (10.11.1942) y Reglamento (21.12.1943) de Delegaciones de Trabajo, la L. 15.12.1939 y su Reglamento de 13.7.1940, reguladores de la Inspección de Trabajo, la Ley de Colocación Obrera, de 10.2.1943, etc.

			b) El período que se inicia en 1953, con la promulgación del Reglamento de Jurados de Empresa viene caracterizado, frente al inmediatamente anterior, por el establecimiento de unas estructuras jurídico-laborales más flexibles, con cierta apertura democrática: el convenio colectivo, que parecía condenado definitivamente a la proscripción, resurge por obra de la L. 24.4.1958, que lo considera necesario en la «realidad social española»; la participación de los trabajadores en la empresa se inicia con la institución de los Jurados de Empresa (creados en 1947 pero no reglamentados hasta 1953), y continúa con la L. 21.7.1962 y Reglamento 15.7.1965 sobre intervención del personal en los órganos rectores de las sociedades; normas estas últimas de escasa repercusión práctica.

			A la admisión de la negociación colectiva (encorsetada, no obstante, en el marco oficial de la Organización Sindical), suceden tímidos intentos de regulación de los conflictos colectivos; ninguno de esos intentos (llevados a cabo sucesivamente por el D. 20.9.1962, el D. 22.5.1970 y el DL 22.5.1975) logró establecer un sistema eficaz de solución de conflictos, y la realidad de los movimientos reivindicativos obreros los ignoró, mientras recurría a acciones (básicamente, la huelga) proscritas o extremadamente limitadas por el legislador.

			El peculiar sistema sindical establecido a partir del Fuero del Trabajo fue objeto de modificación por la Ley Sindical de 17.2.1971, que no pasó de establecer una leve apariencia de democracia en la estructura unitaria y obligatoria del sindicato vertical.

			Tampoco la nueva Ley de Convenios Colectivos, de 19.12.1973, supuso ninguna modificación sustancial respecto de su antecedente de 1958.

			En esta etapa, en fin, se dictaron disposiciones en materia de proceso de trabajo, empleo y emigración, Inspección de Trabajo, seguridad e higiene, etc.

			(En materia de Seguridad Social, infra, Cap. XXIV.2.2.º)

			
5.º El Derecho del Trabajo del posfranquismo (1975-1978)

			Las naturales contradicciones y confusiones de la línea reformista emprendida por el poder público en esta etapa, en la que se lleva a cabo la difícil transformación pacífica de un régimen autoritario en otro democrático, se manifiestan también, y de modo particularmente ostensible, en el ámbito de la legislación laboral.

			Para no faltar a la tradición según la cual el advenimiento de un nuevo régimen se viene acompañando de la modificación de la parte central del Derecho de Trabajo, la Ley de Relaciones Laborales de 8.4.1976 alteró sensiblemente la ordenación del contrato de trabajo, siguiendo criterios y técnicas de los que se derivó una situación normativa que, por lo menos, cupo calificar de confusa53. Confusión e inseguridad legislativas que se aprecian en el hecho de que sólo seis meses más tarde el RDL de 8.10.1976, sobre medidas económicas, modificara y suspendiera preceptos de la LRL.

			Junto a la reordenación del despido, y algún importante cambio en materia de fuentes, el DLRT de 4.3.1977 estableció un régimen de los conflictos colectivos y específicamente de la huelga que, sin perjuicio de la declaración de su inconstitucionalidad parcial (Sent. del Trib. Const. de 8.4.1981), continúa actualmente en vigor.

			Sin desconocer su importancia, tampoco dejó de ser ambigua la nueva Ley reguladora del derecho de asociación sindical, de 1.4.1977, desarrollada por RD de 22.4.1977, y complementada por diversas disposiciones; mayor significación tuvo, sin embargo, en orden a la instauración de un modelo sindical de libertad y pluralidad, la ratificación por España de los Convenios de la OIT núms. 87 y 98.

			
6.º El Derecho del Trabajo a partir de la Constitución de 1978

			—La Constitución de 1978 inaugura una nueva etapa político-jurídica, que no podía dejar de reflejarse en el Derecho del Trabajo, reconociendo una serie de derechos constitucionales tanto específicamente laborales (sindicación, huelga), derecho al trabajo, a la negociación colectiva y a la adopción de medidas de conflicto colectivo, etc.), como generales con proyección laboral (dignidad, igualdad y no discriminación, tutela judicial, libertad ideológica y de expresión, etc.; cfr. sobre ellos Cap. XIII.1).

			—El Derecho del Trabajo ha reordenado, a partir de la Constitución, el sistema de relaciones laborales, individuales y colectivas (ET de 1980, sucesivamente modificado hasta desembocar en la vigente refundición de 2015) y viene incidiendo particularmente, como consecuencia de las crisis económicas de los últimos cuarenta años, sobre el régimen jurídico del empleo (medidas de fomento, liberalización de las instituciones de empleo: reconocimiento de las agencias privadas de colocación y de las empresas de trabajo temporal)54.

			—Las sucesivas crisis del empleo vienen desembocando en una ordenación «flexible» y menos proteccionista de las relaciones individuales de trabajo; en contraste, la Ley apoya institucional y económicamente a las organizaciones profesionales (mediante subvenciones presupuestarias, reconocimiento de «mayor representatividad» a ciertas entidades, reconocimiento —aunque con quiebras recientes— de la eficacia general de los convenios colectivos).

			—También la crisis económica alcanzó a la Seguridad Social, que, si bien se amplía mediante las prestaciones no contributivas, endurece los requisitos de prestaciones clásicas.

			—La incorporación de España a la Comunidad Europea (1986) determina la aplicación de las normas de la UE en nuestro país (aplicación que, justo es reconocerlo, venía produciéndose en gran medida por obra de nuestra legislación interna, adaptada a la comunitaria antes de la integración europea).

			—Durante la pandemia derivada del COVID-19 una frondosa y prolija regulación de emergencia activó determinadas instituciones laborales (ERTEs, protección por desempleo, suspensión de plazos) para evitar la destrucción del tejido productivo y la desaparición de empleo.

			—En cumplimiento de la Ley 20/2022, de Memoria Histórica, diversos Reales Decretos de 2023 revocaron algunas distinciones concedidas durante el régimen franquista poniendo término de ese modo simbólico a toda una etapa legislativa55.

			
7.º El nuevo Derecho del Trabajo


			A medida que el siglo xxi va cumpliendo lustros cabe apreciar grandes tendencias. Puesto que su plasmación concreta es objeto de este Manual, ahora solo cabe reseñar algunas:

			1.º Crece la interacción entre las instituciones clásicas del ordenamiento laboral y la aparición de nuevos modos de prestación humana de servicios remunerados. Por vía de interpretación o de remodelación, varía el alcance de preceptos o construcciones tradicionales.

			2.º Aumenta la atención a los derechos de carácter genérico y su preceptiva traslación a las relaciones sociolaborales: igualdad y no discriminación, intimidad, protección de datos, etc.

			3.º El diálogo entre tribunales propicia convulsiones (por lo general, positivas) derivadas de pronunciamientos dados en Estrasburgo o Luxemburgo, sin olvido de los nacidos en Madrid o en las sedes territoriales de los diversos tribunales españoles.

			4.º La aparición de nuevos modos de trabajar, de movimientos migratorios imponentes, de la incorporación femenina a todos los ámbitos productivos, de tecnologías disruptoras, etc., obliga a una tarea de constante adaptación.

			5.º Tanto las instituciones de Seguridad Social cuanto las del proceso laboral sufren intensas y frecuentes transformaciones.

			6.º La socialización del Derecho Civil (tanto sustantivo cuanto procesal) viene propiciando su aproximación al Laboral; una especie de movimiento de separación y aproximación.

			7.º El papel del sindicato es realzado normativamente, convirtiéndolo en pieza esencial para la negociación y resolución de conflictos colectivos.

			8.º La dispersión y fecundidad normativas se multiplican en todos los planos. Las fuentes públicas o privadas, abiertas o cerradas, para su conocimiento (con o sin IA) se convierten en imprescindibles.
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						49 Para un conocimiento detallado de la legislación del período, vid. L. Martín Granizo y M. González Rothvoss: Derecho Social, 3.a ed., Madrid, 1935; C. Bernaldo de Quirós: Derecho Social, Madrid, 1932; J. M. Álvarez: Derecho Obrero, Madrid, 1933; C. García Oviedo: Tratado elemental de Derecho Social, Madrid, 1934; A. Gallart y Folch: Derecho español del Trabajo, Barcelona, 1936. También A. Montoya Melgar: Ideología y lenguaje… (Bibl. cit.), págs. 257 ss.


						50 A. Gallart y Folch: Derecho español del Trabajo, cit., pág. 162.


						51 J. Castán: La nueva Ley de Jurados Mixtos, Madrid, 1936; Estadella y Arán: El fracaso de los jurados mixtos, Madrid, s. f.


						52 Las Reglamentaciones u Ordenanzas laborales eran aprobadas por el Ministerio de Trabajo y regulaban las relaciones laborales en los distintos sectores productivos. El reconocimiento de la negociación colectiva en la Const. y el ET determinó la desaparición de las Reglamentaciones, tras un largo y complejo proceso de derogaciones y sustituciones por convenios colectivos, acuerdos y laudos arbitrales. Ver, para más detalles, las ediciones 2.ª (1978), págs. 92 ss., y 24.ª (2003), págs. 99 ss., de esta obra [vid. Cap. IV.4].


						53 Los juicios sobre la LRL coinciden en la censura de fondo y forma. Cfr. la severa crítica que formuló M. Alonso García: Curso…, Apéndice a la 5.a ed., Barcelona, 1976, págs. 5 ss.; la Ley adolece de «defectuosidad técnica», «inadecuación a la realidad presente», «inoportunidad coyuntural» e «insuficiencia de contenido». También, A. Montoya Melgar: «La aplicación temporal de la LRL», AD, núm. 1 (1977).


						54 La necesidad de adaptar la legislación laboral a la situación económica y del empleo está en la base de sucesivas reformas, entre las que destacan las llevadas a cabo por las Leyes 11/1994, 63/1997, 12/2001, 45/2002, 45/2006, 35/2010, el RDL 7/2011, la Ley 3/2012 y el RDL 32/2021.


						55 De manera significativa, véase el RD 633/2023 de 11 julio (BOE del 18), privando de estos honores a Don Francisco Franco Bahamonde, que los había recibido en 1953. El Preámbulo manifiesta que «el ciudadano distinguido apoyó y colaboró activamente con las fuerzas que en julio de 1936 se sublevaron contra el régimen democrático y constitucional de la Segunda República española que desembocó en la Guerra Civil de 1936-1939, y que formó, posteriormente, parte del aparato de represión de la dictadura franquista, realizando actos y observando conductas manifiestamente incompatibles con los valores democráticos y los principios rectores de protección de los derechos humanos, desde su posición como cargo público durante la dictadura franquista».
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1. EL DERECHO DEL TRABAJO COMO SISTEMA DE NORMAS

			
1.º Poderes normativos y normas en el Derecho del Trabajo


			Las normas jurídicas —esto es, las reglas generales dirigidas a una colectividad impersonal y dotadas de coactividad— son el resultado de la actividad reguladora para la que se encuentran legitimados determinados poderes sociales a los que, precisamente por ser origen o fuente de normas, llamamos «poderes normativos».

			Un examen de la fenomenología de estos poderes enseña, por lo pronto, su varia condición: no existe un único poder normativo, sino una pluralidad de tales poderes. Así, y con referencia al sistema normativo del Derecho del Trabajo, existen básicamente tres órdenes de normas internas, obedientes a otros tantos poderes investidos de capacidad de regulación jurídica: el poder normativo del Estado1 en su doble vertiente de poder legislativo y reglamentario; el poder normativo de las «partes sociales», del que brota, por vía negocial, el convenio colectivo de condiciones de trabajo; y, por último, el poder normativo de las colectividades laborales inorgánicas o informales, del que emana una norma no escrita, la costumbre2. Poderes normativos internos a los que debe sumarse el poder ordenador de entes supranacionales (OIT, UE, etc.) y el poder de los Estados de suscribir tratados bilaterales o multilaterales3.

			
2.º Normas genéricas y normas específicas


			El sistema normativo del Derecho del Trabajo se integra de dos tipos de reglas jurídicas: aquellas que son compartidas con los restantes sectores del Ordenamiento —como es el caso de la ley, del reglamento o de la costumbre— y aquellas otras peculiares del orden jurídico laboral, como ocurre con el convenio colectivo. A las primeras llamamos «normas genéricas»; a las segundas, «normas específicas». Estas últimas se insertan en el sistema normativo para hacer más eficaz la acción del Derecho del Trabajo, aproximando la regla jurídica a la realidad normada en unos términos difícilmente alcanzables por las normas «genéricas» prototípicas —la ley y el reglamento— al ser éstas más rígidas y distantes. Las normas específicas son así reglas flexibles y hasta coyunturales; normas, en fin, que «siguen dócilmente las mudables exigencias sociales»4, adaptándose a ellas con una plasticidad y un conocimiento de las necesidades reales que no son fácilmente accesibles al legislador estatal.

			La peculiaridad de tales normas «específicas» —peculiaridad en cuanto a su fuente, a su ámbito, a su contenido, a su rango, a su elaboración…— es causa de la singularidad del sistema normativo del Derecho del Trabajo y de la originalidad e interés que éste tiene para todo jurista con deseos de alcanzar una comprensión completa del fenómeno jurídico. El tema de las regulaciones extraestatales se plantea así con especial vigor en el Derecho del Trabajo, dando ocasión a un reexamen de la teoría de los poderes normativos, desde perspectivas inéditas en otros dominios del Derecho. De aquí que, a diferencia de lo que sucede en otros ordenamientos particulares —para citar un ejemplo significativo: «no puede haber en realidad una teoría propia de las fuentes del Derecho mercantil, porque este Derecho no ofrece formas especiales de manifestación distintas de las del Derecho civil»5— en el Derecho del Trabajo sí existe una teoría propia de las fuentes, esto es, de los poderes normativos y de las normas de ellos emanadas.

			
3.º Normas generales y normas sectoriales


			Mientras que determinadas normas se dirigen genéricamente a todos los sujetos destinatarios del Derecho del Trabajo, con independencia de su encuadramiento profesional o territorial (así, la Ley del Estatuto de los Trabajadores es norma general, en cuanto aplicable a quienes ostentan la genérica condición jurídica de trabajadores y empresarios), existen otras reglas de Derecho que sólo se refieren a determinados grupos o sectores de trabajadores y empresarios, acotados por razones industriales, profesionales o territoriales. Tal ocurre con las normas reguladoras de relaciones laborales especiales (vid. Cap. XXI) y con los convenios colectivos y las costumbres, normas todas ellas circunscritas a ramas de actividad productiva (así, Convenio colectivo de industrias químicas, etc.), a zonas territoriales determinadas (Convenio colectivo de la provincia de Murcia; Convenio de la localidad de Abarán), al ámbito de una empresa o sección de empresa (Convenio de la empresa Iberia), o al de una profesión y lugar (costumbre local de los vendimiadores).

			En resumen, las normas sectoriales se refieren a grupos determinados de trabajadores y empresarios, definidos por ciertos rasgos de homogeneidad territorial, industrial o profesional.

			La proliferación desmesurada de normas sectoriales condena prácticamente a la imposibilidad la pretensión de conocer todo el sistema normativo del Derecho del Trabajo; éste puede ser comparado a un iceberg cuya parte más conocida y frecuentada está integrada por las normas generales (lo que en alguna ocasión se ha llamado «Derecho común del Trabajo»), bajo las cuales permanecen sumergidos inmensos materiales normativos (básicamente, convenios colectivos) a los que normalmente sólo se accede buscando la solución de un problema jurídico concreto. En cualquier caso, es importante insistir en que esas normas sectoriales —cuyo análisis pormenorizado resulta imposible, tanto por su número como por su continua movilidad, en una obra del carácter de la presente— son parte esencial del Derecho del Trabajo, a la que ineludiblemente debe dirigir sus pasos el jurista práctico enfrentado con la resolución de un «caso».

			
4.º Normas internas y normas internacionales


			El sistema normativo del Derecho del Trabajo se compone tanto de normas emanadas de poderes internos (estatales o extra-estatales) como de normas producidas por poderes supranacionales o por acuerdos entre Estados. La existencia de estas últimas categorías de normas encuentra su fundamento en las necesidades jurídico-laborales planteadas por la comunidad y las relaciones internacionales.

			Sobre la fuerza vinculante de estas normas, puede decirse que sólo alcanzan su imperatividad cuando son ratificadas por el legislador interno o cuando ha habido cesión previa de soberanía (art. 93 Const.). En consecuencia, la voluntad del Estado viene a ser siempre la última razón de obligar de las normas extra o supraestatales; la soberanía del Estado no consiente que alcancen vigor de norma jurídica otras reglas que las que se apoyan en las citadas ratificación o cesión. De este modo la validez práctica del Derecho internacional del trabajo está garantizada por la voluntad de los Estados miembros que, en virtud de un «desdoblamiento funcional», asumen simultáneamente la posición de entes soberanos dentro de un espacio nacional y de copartícipes del gobierno internacional.

			
2. EL PODER NORMATIVO DEL ESTADO EN MATERIA LABORAL

			La supremacía legiferante del Estado es una consecuencia ineludible del dogma de la soberanía estatal; si tal soberanía significa que el Estado no se supedita a ningún otro grupo superior6 (sin perjuicio del autosometimiento a poderes supranacionales), el lógico corolario de ello es que la potestad ordenadora laboral del Estado se sitúa jerárquicamente sobre cualesquiera otros poderes normadores, sin perjuicio de su sujeción a los supranacionales.

			Al Estado corresponde, en efecto, trazar el armazón básico del Derecho del Trabajo, confiando a los poderes extraestatales la función (extraordinariamente importante para los destinatarios de la norma) de fijar condiciones superiores (o complementarias) a las reconocidas por el Estado a los trabajadores. En tal sentido, y centrando el tema en nuestro vigente Ordenamiento, podría esquematizarse la misión normativa del Estado en materia laboral del siguiente modo:

			—El Estado establece en el texto de la Constitución los derechos y libertades fundamentales y los derechos cívicos de contenido laboral, así como las garantías para su ejercicio, e igualmente los principios básicos que han de orientar la acción de los poderes públicos en materia de política económica y social.

			—El Estado dicta, con carácter directamente aplicable y vinculante, las normas integrantes de la legislación laboral, entendiendo por tales las reglas jurídicas comunes a los distintos sectores productivos y profesionales (así, la Ley del Estatuto de los Trabajadores, la Ley de Empleo, etc.).

			—El Estado promulga las que pueden calificarse de «normas sobre normas»; esto es, aquellas disposiciones cuya misión es la de establecer el régimen legal al que han de ajustarse los poderes normativos extra-estatales en su función creadora de Derecho (v. gr.: normas sobre convenios colectivos, incluidas en el Título III del ET).

			—El Estado promulga las normas orgánicas y procedimentales por las que se rigen las actuaciones administrativas y jurisdiccionales (Ley de la Jurisdicción Social, normas sobre procedimientos administrativos laborales, etc.).

			—El Estado, en fin, ejerce la potestad reglamentaria, a través de la acción del Gobierno (art. 97 Const.).

			Este haz de importantísimas manifestaciones del poder normativo del Estado se canaliza a través de tres tipos básicos de reglas jurídicas, a cuyo estudio se dedican las páginas que siguen: las normas constitucionales, las leyes y los reglamentos.

			
3. EL DERECHO DEL TRABAJO Y LA CONSTITUCIÓN

			
1.º La constitucionalización del Derecho del Trabajo


			Los principios fundamentales sobre los que el Estado asienta su concepción del Derecho del Trabajo son los que el propio Estado plasma en el texto o textos constitucionales. Si la Constitución es un sistema de normas fundamentales dictadas para formalizar el orden de la sociedad estatal7, y si la regulación del trabajo humano es un factor esencial de ese orden social, ha de seguirse, como lógica conclusión, que las normas constitucionales han de ocuparse de fijar los principios básicos de la ordenación jurídica del trabajo.

			Precisamente, el Derecho del Trabajo alcanza su definitiva consolidación cuando adquiere rango constitucional, esto es, cuando los derechos y deberes laborales básicos acceden a la parte dogmática de las Constituciones, reconociéndose de este modo su capital importancia para el orden político.

			En contraste con los textos constitucionales del siglo xix, cuyas declaraciones sobre materia laboral no pasaban de un vago reconocimiento del derecho a la libertad de elección de trabajo, las Constituciones contemporáneas, de acuerdo con una tradición inaugurada con la Constitución mejicana de 19178 y la alemana de Weimar de 1919, se ocupan de proclamar una serie de concretos derechos laborales de vario contenido: derecho al trabajo y a su protección (Preámbulo de la Constitución de la República Francesa de 1946, declarado en vigor por la Constitución de 1958); derecho a la libertad de trabajo (Constitución de la República Federal Alemana de 1949, art. 12); derecho a la elección de profesión (Constitución de la República Federal Alemana, art. 12); derecho a la libertad sindical (Constitución de Italia de 1947, art. 39; Preámbulo de la Constitución de Francia); derecho a la huelga (Constitución de Italia, art. 40; Preámbulo de la Constitución Francesa); derecho a la Seguridad Social (Preámbulo de la Constitución Francesa; Constitución Italiana, art. 38); derecho a descansos y vacaciones (Constitución Italiana, art. 36); derecho a una remuneración suficiente y digna (Constitución Italiana, art. 36); derecho a la emigración (Constitución Italiana, art. 35), etc. Junto a la declaración de estos derechos laborales básicos, las Constituciones suelen consagrar determinados deberes del Estado en materia jurídico-laboral; así ocurre, por citar algún ejemplo significativo, con el deber estatal de proteger al trabajador genéricamente (Constitución Italiana, art. 35); y con el deber del Estado de proteger específicamente el trabajo de mujeres y menores (Constitución Italiana, art. 37).

			
2.º Antecedentes españoles


			La constitucionalización del Derecho español del Trabajo, intentada por primera vez en el Anteproyecto de Constitución de 19299, se produjo al promulgarse la Constitución de 9 de diciembre de 1931, una Constitución que ha sido calificada de «liberal, demócrata, con apertura a los derechos sociales y una clara tendencia al intervencionismo estatal»10, y que comenzaba definiendo a España como «una República democrática de trabajadores de toda clase» (art. 1.º), para reconocer más adelante el derecho a la libre elección de profesión (art. 33) y la libertad sindical (art. 39), así como el carácter de «obligación social» del trabajo, la protección que el Estado le habría de deparar, y la garantía de que la República aseguraría a todo trabajador «las condiciones necesarias de una existencia digna» (art. 46, que especificaba las materias que debía regular la legislación social: seguros sociales, trabajo de mujeres y jóvenes, jornada laboral, salario mínimo, vacaciones, participación de los trabajadores en la empresa, etc.).

			En 1938 se inicia, bajo un signo político bien distinto, la promulgación de las Leyes Fundamentales, encargadas de fijar las bases constitucionales del «Nuevo Estado». De estas siete Leyes Fundamentales, una de ellas (el Fuero del Trabajo) se ocupaba específicamente de trazar los principios cardinales de la política laboral del Estado, y dos más (el Fuero de los Españoles y la Ley de Principios Fundamentales) contenían asimismo referencias a tales principios.

			La más importante y significativa de las Leyes Fundamentales respecto de la materia jurídico-laboral fue el Fuero del Trabajo, promulgado por Decreto de 9 de marzo de 1938, tras una accidentada elaboración, en el curso de la cual se redactaron dos anteproyectos (el radical y anticapitalista de Conde y Garrigues y el más conservador de González Bueno, que fue acogido por el Consejo de Ministros). La redacción del proyecto definitivo se encomendó al Consejo Nacional de FET y de las JONS, en cuyo seno se reprodujo la escisión entre conservadores (Aunós, Yanguas, Pemán y otros) y falangistas «de izquierdas» (Fernández-Cuesta, Ridruejo y otros)11.

			El Fuero del Trabajo fue elevado a rango de Ley Fundamental por la Ley de Sucesión a la Jefatura del Estado, de 26 de julio de 1947; posteriormente, como consecuencia de la promulgación de la Ley Orgánica del Estado, de 10 de enero de 1967, se publicó el texto refundido de 20 de abril del mismo año mediante el cual se introdujeron cambios sensibles en la redacción primitiva del Fuero.

			El Fuero del Trabajo contenía los principios fundamentales sobre el «ordenamiento de la economía española», siendo sus declaraciones la expresión de «la voluntad del Estado en materia social y económica»12.

			El contenido y el estilo de la primera redacción del Fuero del Trabajo obedecían al espíritu nacionalista y autoritario en el que se inscribían otros textos similares: la Carta Italiana del Trabajo (1926), la Ley alemana de Ordenación del Trabajo Nacional (1934) y el Estatuto portugués del Trabajo Nacional (1933).

			El transcurso del tiempo, y con él los sensibles cambios operados en el ideario oficial, condenaron al anacronismo no pocas afirmaciones del Fuero cuyo «tono declamatorio y de propaganda», ya denunciado en el momento de su promulgación13, exigía una necesaria reforma. Esta reforma fue llevada a cabo, como ya se ha indicado, en 1967 (texto refundido de 20 de abril), fecha en la que se produjeron variaciones de tipo sustantivo —especialmente la nueva configuración de la Organización Sindical introducida en la reforma de la Declaración XIII del Fuero— acompañadas de cambios terminológicos.

			
3.º La Constitución española de 1978

			a) El reconocimiento de los derechos sociales y económicos en el Estado social de derecho


			El art. 1.1 de la Constitución declara que España se constituye en un Estado social y democrático de derecho. Con tal afirmación, la Constitución española se alinea entre las que erigen en modelo de configuración de la vida pública el llamado Estado social de Derecho14.

			La figura del Estado social de Derecho es fruto de una operación de compromiso o transacción entre el liberalismo y un cierto grado de socialización; entre el sistema capitalista y una política de bienestar social (Welfare State).

			El propósito de establecer un Estado social de Derecho sobre la base de una sociedad pluralista, aparece nítidamente en el texto de la Constitución de 1978:

			a’) Los textos de la Constitución que prueban la voluntad de ésta de erigir un Estado social de Derecho son múltiples: Preámbulo, arts. 1.1; 9.2; 23.1; 33.2; 35; 40; 41; 43.1; 45.1; 45.2; 47; 50, etc.

			b’) Por su parte, la concepción pluralista de la sociedad aparece consagrada en el art. 1.1 de la Constitución (que incluye el «pluralismo político» entre los «valores superiores» del ordenamiento jurídico), así como en los arts. 6 y 7, que constitucionalizan los partidos políticos y los sindicatos de trabajadores y asociaciones de empresarios.

			De conformidad con tal concepción, el poder del Estado resulta compensado a través de la acción de los grupos de interés; estos grupos actúan como contrapesos limitativos del dominio estatal, y al tiempo sirven de instrumento de equilibrio social en la medida en que «la multiplicidad grupal puede suavizar —y de hecho así lo hace— las contraposiciones clasistas, puesto que los miembros de cada grupo se integran en él por la especialidad de las funciones que ejercen», con lo cual «lentamente, los grupos van sustituyendo a las clases»15.

			b) El trabajo en la Constitución


			La Constitución de 1978 dispensa, en lógica consonancia con los principios jurídico-políticos en que se funda, un tratamiento de primerísima importancia al tema del trabajo asalariado, repartido a lo largo del articulado de la Ley Fundamental.

			a’) Muestra evidente de la significación constitucional del trabajo es el hecho de que en el Título Preliminar de la Constitución, destinado a trazar los principios y rasgos fundamentales del Estado y de la sociedad españoles, se alude exclusivamente a tres instituciones básicas: los partidos políticos, las Fuerzas Armadas y «los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales».

			b’) Esta atención prioritaria al trabajo (para ser más exactos: al trabajo en su dimensión social o colectiva) se manifiesta también en el reconocimiento constitucional —dentro de la Sección 1.ª (Cap. II, Título I) que lleva por rúbrica «De los derechos fundamentales y de las libertades públicas»—, de la libertad sindical y del derecho de huelga (art. 28).

			c’) La Sección 2.ª (Cap. y Tít. citados) incluye entre los que titula «derechos y deberes de los ciudadanos», los siguientes de neto contenido laboral:

			—El deber de trabajar de «todos los españoles» (art. 35).

			—El «derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y las de su familia, sin que en ningún caso pueda hacerse discriminación por razón de sexo» (art. 35).

			—El «derecho a la negociación colectiva laboral entre los representantes de los trabajadores y empresarios», que se complementa con el reconocimiento de «la fuerza vinculante de los convenios» (art. 37.1).

			—El «derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto colectivo» (art. 37.2).

			En orden al desarrollo de estos derechos y deberes tiene gran importancia la previsión constitucional de que «la ley regulará un estatuto de los trabajadores» (art. 35.2); previsión cumplida con la promulgación del ET.

			d’) El Cap. III del Título I de la Constitución, regulador de «los principios rectores de la política social y económica», enumera diversas funciones del Estado en materia laboral:

			—Los poderes públicos realizarán «una política orientada al pleno empleo» (art. 40.1).

			—Asimismo «fomentarán una política que garantice la formación y readaptación profesionales; velarán por la seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán el descanso necesario, mediante la limitación de la jornada laboral, las vacaciones periódicas retribuidas y la promoción de centros adecuados» (art. 40.2).

			—Los poderes públicos «mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos, que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente en caso de desempleo» (art. 41).

			—«El Estado velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos y sociales de los trabajadores españoles en el extranjero, y orientará su política hacia su retorno» (art. 42).

			e’) En fin, el Título VII de la Constitución («Economía y Hacienda») contiene un artículo —el 129— de indudable trascendencia laboral:

			—«La ley establecerá las formas de participación de los interesados en la Seguridad Social…» (art. 129.1).

			—«Los poderes públicos promoverán eficazmente las diversas formas de participación en la empresa y fomentarán, mediante una legislación adecuada, las sociedades cooperativas. También establecerán los medios que faciliten el acceso de los trabajadores a la propiedad de los medios de producción» (art. 129.2).

			c) Garantías constitucionales de las libertades y derechos laborales


			La Constitución arbitra las siguientes fórmulas para garantizar la efectividad de los derechos y libertades (entre ellos, obviamente, los derechos y libertades de contenido laboral objeto de nuestra atención):

			a’) Garantías comunes a todos los derechos y libertades (Cap. II del Tít. I)

			Los derechos y libertades de contenido laboral reconocidos en el Cap. II del Tít. I de la Constitución son: la libertad sindical (art. 28.1), el derecho de huelga (art. 28.2), el derecho al trabajo (art. 35.1), el derecho a la negociación colectiva (art. 37.1) y el derecho a adoptar medidas de conflicto colectivo (art. 37.2). En el mismo Cap. y Tít. se incluye la «libertad de empresa en el marco de la economía de mercado» (art. 38).

			Pues bien: la Constitución provee a la garantía de tales derechos a través de las siguientes prescripciones (art. 53.1):

			—En primer lugar, declara que esos derechos y libertades «vinculan a todos los poderes públicos»; declaración difusa (especialmente si se compara con las otras dos medidas de garantía a las que se hace inmediata referencia) y además redundante, ya que el art. 9.1 de la Constitución preceptúa con carácter general que «los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico».

			—En segundo lugar, la Constitución dispone que el ejercicio de tales derechos y libertades podrá regularse «sólo por ley» (vid. infra, 4).

			—En tercer lugar, la tutela propiamente dicha de los derechos y libertades a que se está aludiendo se arbitra mediante la creación del recurso de inconstitucionalidad [art. 53.1 en relación con el art. 161.1.a)] que cabe interponer contra leyes y normas con fuerza de ley (esto es, Decretos legislativos y Decretos-Leyes) que no respeten «el contenido esencial» de los indicados derechos y libertades.

			El Tribunal Constitucional, al que compete el conocimiento de este recurso, ejerce, pues, el control de la constitucionalidad de las normas legales. La sentencia que declare la inconstitucionalidad de una ley —o de un precepto o parte de ella— surtirá efectos anulatorios erga omnes (art. 164.1), y afectará a la doctrina jurisprudencial que se hubiese producido en aplicación de la ley declarada inconstitucional, si bien las concretas sentencias recaídas y firmes no perderán el valor de cosa juzgada [art. 161.1.a)]. El art. 38.1 LOTC insiste en la naturaleza normativa de las sentencias recaídas en procedimiento de inconstitucionalidad al declarar que «vincularán a todos los Poderes Públicos y producirán efectos generales desde la fecha de su publicación en el Boletín Oficial del Estado».

			Seguramente no es inoportuno recordar que están legitimados para interponer el recurso de inconstitucionalidad el Presidente del Gobierno, el Defensor del Pueblo, cincuenta diputados, cincuenta senadores y los órganos colegiados ejecutivos (o, en su caso, las asambleas) de las comunidades autónomas. La naturaleza de los entes legitimados evidencia la naturaleza del propio recurso: más que perseguir la restauración de derechos subjetivos violados, éste aspira a garantizar la primacía de la Constitución, como norma base de todo el Ordenamiento. Bajo esta luz ha de entenderse la prescripción del art. 163 de la Constitución, a cuyo tenor cuando un órgano judicial considere en el curso de un proceso que una norma legal aplicable puede ser contraria a la Constitución, «planteará la cuestión ante el Tribunal Constitucional»16, con efectos «que en ningún caso serán suspensivos» sobre la ley cuya constitucionalidad se cuestiona, pero que ha de presumirse en tanto no declare lo contrario el Tribunal Constitucional. La regulación de la «cuestión de inconstitucionalidad» está contenida en los arts. 35 a 38 LOTC, de los que se desprende que dicha cuestión ha de plantearse «una vez concluso el procedimiento y dentro del plazo para dictar sentencia» (art. 35.2) y que «el planteamiento de la cuestión de constitucionalidad originará la suspensión provisional de las actuaciones en el proceso judicial hasta que el Tribunal Constitucional se pronuncie sobre su admisión» (art. 35.3).

			b’) Derechos y libertades con garantía máxima (Sección 1.ª del Cap. II del Tít. I)

			La Constitución establece una garantía específica en favor del ejercicio de los «derechos fundamentales y libertades públicas» que regula la Sección 1.ª del Cap. II del Tít. I.

			En materia laboral, tales derechos y libertades merecedores de un tratamiento privilegiado son la libertad sindical (más concretamente: la libertad de los trabajadores para fundar sindicatos y afiliarse al de su elección, y la libertad de los sindicatos para formar confederaciones y para fundar organizaciones o afiliarse a ellas) y el derecho a la huelga de los trabajadores (art. 28). Idéntica protección reciben los derechos fundamentales, de proyección general, a la igualdad (art. 14), a la libertad ideológica (art. 16), a la intimidad (art. 18), a la tutela judicial (art. 24), etc. (vid. Caps. XIII.1 y XXXII.3). El tratamiento privilegiado consiste, en primer lugar, en que la tutela de estas libertades y derechos puede ser requerida por el propio particular interesado «ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad» (art. 53.2).

			Con independencia de la inicial regulación de tal procedimiento en la Ley 62/1978, de 26.12, de Protección Jurisdiccional de los Derechos Fundamentales de la Persona, que arbitraba una triple garantía: penal, contencioso-administrativa y civil17, la vigente LRJS18 regula el proceso laboral de tutela de la libertad sindical y los demás derechos fundamentales ejercitados en el ámbito de las relaciones de trabajo19.

			Adicionalmente, se prevé, como medio de garantizar la efectividad de los derechos reconocidos en la Sección 1.ª, la posibilidad de interponer recurso de amparo ante el propio Tribunal Constitucional [art. 161.1.b)]. Legitimados para interponer el recurso de amparo están, además de los interesados («toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo»), el Defensor del Pueblo y el Ministerio Fiscal20.

			La LOTC prevé dos distintas modalidades de procedimiento constitucional de amparo, que procede a regular: a) amparo frente a violaciones de derechos y libertades originadas por disposiciones sin valor de ley, actos jurídicos o vías de hecho de los poderes públicos del Estado, comunidades autónomas y demás entes públicos, así como sus funcionarios o agentes; b) amparo específico frente a violaciones de derechos y libertades originadas por actos u omisiones de órganos judiciales (Título III LOTC); indirectamente, tal amparo puede ser al tiempo tutela frente a actos de particulares (v. gr.: impugnación de sentencia sobre despido discriminatorio).

			El desarrollo legislativo de los derechos fundamentales se reserva a la ley orgánica (infra, 4).

			c’) Derechos y libertades con garantía media (Sección 2.ª del Cap. II del Tít. I)

			Tales derechos (al trabajo, a la libre elección de profesión, a la promoción mediante el trabajo, a la remuneración suficiente —art. 35.1 Const.—; a la negociación colectiva21 y a la adopción de medidas de conflicto colectivo —art. 37.1 y 2— y a la libertad de empresa —art. 38—) gozan de una protección genérica jurisdiccional (posibilidad de accionar ante los órganos judiciales ordinarios y por los trámites del procedimiento ordinario: art. 53.2 Const., a sensu contrario). El derecho a la no discriminación laboral por razón de sexo, aun incluyéndose en el art. 35.1 Const., goza de protección máxima22 al quedar comprendido en el genérico principio de igualdad del art. 14 Const. [vid. infra, Cap. XIII.1.2.º y Cap. XXI.14.2.ºa)].

			d’) Principios de la política social y económica (Cap. III del Tít. I)

			El Cap. III del Tít. I de la Constitución acoge diversos «principios rectores de la política social y económica» (típica manifestación constitucional de un Estado social de derecho), algunos de clara incidencia jurídico-laboral; tales principios, a los que se ha hecho ya referencia, consagran básicamente deberes del Estado (deber de orientar su política al pleno empleo, de velar por la seguridad e higiene en el trabajo, de limitar la jornada laboral, de mantener un sistema de Seguridad Social, de salvaguardar los derechos económicos y sociales de los emigrantes españoles, etc.).

			El art. 53.3 Const. se limita a decir que «el reconocimiento, el respeto y la protección» de estos principios «informará la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos». Se infiere de este precepto que serán inconstitucionales las leyes (y, en consecuencia, la doctrina jurisprudencial que tenga en ellas su fuente) que violen tales principios, siendo procedente la interposición de recurso de inconstitucionalidad. El art. 5.1 LOPJ insiste en que los Jueces y Tribunales han de aplicar las leyes y reglamentos «según los preceptos y principios constitucionales».

			Con todo, estos principios sólo son invocables ante la Jurisdicción cuando han sido acogidos y desarrollados en una ley (art. 53.3 Const.).

			d) Suspensión de los derechos y libertades laborales


			En los supuestos de declaración de estado de excepción o de sitio, pueden ser suspendidos —aparte de otros derechos extralaborales que no interesan a nuestro propósito— el derecho de huelga y el derecho de adopción de medidas de conflicto colectivo (reconocidos respectivamente en los arts. 28.2 y 37.2, a los que se refiere el art. 55.1 de la Constitución).

			El art. 116 de la Constitución contiene diversas disposiciones sobre los citados estados de excepción y sitio, cuya regulación se encomienda a una ley orgánica (art. 116.1). En tal sentido, se establece que el estado de excepción será declarado por el Gobierno, previa autorización del Congreso de los Diputados (art. 116.3) y que el estado de sitio será declarado por la mayoría absoluta del Congreso de los Diputados, a propuesta exclusiva del Gobierno (art. 116.4).

			La LO 4/1981, de 1.6, dictada en cumplimiento del art. 116.1 Const., y reguladora de los estados de alarma, excepción y sitio, prevé que la autoridad gubernativa pueda prohibir las huelgas y medidas de conflicto colectivo durante el estado de excepción y sitio, cuando el Gobierno hubiera sido autorizado por el Congreso de los Diputados para la suspensión de los arts. 28.2 y 37.2 Const. (arts. 23 y 32.3 LO 4/1981).

			El RD 463/2020, de 14.3, declaró el estado de alarma ante la crisis ocasionada por el COVID-1923, siendo prorrogado, previos Acuerdos del Congreso de los Diputados, por RD 476/2020, de 27.3, RD 487/2020, de 10.4, RD 492/2020, de 24.4, RD 537/2020, de 22.5 y RD 555/2020, de 5.6. El RD 926/2020, de 25.10, volvió a declarar el estado de alarma por el que pasó a llamar SARS-CoV-2, hasta el 9 de noviembre del mismo año; plazo prorrogado hasta el 9 de mayo de 2021 por RD 956/2020, de 3.11. Diversas medidas de transición a la llamada nueva normalidad fueron adoptadas por normas como el RDL 8/2021, de 4.5.

			e) Revisión constitucional en materia de derechos y libertades laborales


			Una prueba más de la primerísima importancia que la Constitución reconoce a la libertad sindical de los trabajadores y al derecho de éstos a la huelga, se encuentra en el régimen especial que el art. 168.1 prevé para la reforma constitucional cuando afecte a tales derechos. Mientras que la generalidad de los proyectos de reforma constitucional sólo exige la aprobación «por una mayoría de tres quintos de cada una de las Cámaras» (art. 167.1)24, o, en su defecto, por mayoría absoluta del Senado y mayoría de dos tercios del Congreso (art. 167.2), hay tres supuestos de reforma parcial que exigen la misma mayoría cualificada (dos tercios de cada Cámara) que la que se precisa para la revisión total de la Constitución; tales posibilidades son: a) reforma que afecte al Título Preliminar (dentro del cual se enuncian los principios básicos de los sindicatos de trabajadores y asociaciones patronales: art. 7.º); b) reforma que afecte a la Sección 1.ª del Cap. II del Tít. I (en la que se reconocen la libertad sindical y el derecho de huelga—art. 28.2—, cuestiones que, como se dijo anteriormente, necesitan también para su desarrollo normativo la promulgación de ley orgánica), y c) reforma —ajena a nuestra materia— del Tít. II («De la Corona»).

			Las revisiones parciales que afecten a cualquiera de esos tres órdenes de disposiciones constitucionales determinarán sucesivamente: a) la disolución de las Cortes, una vez que las Cámaras hayan aprobado la revisión, b) la elección de nuevas Cámaras, que deberán ratificar la decisión de reforma constitucional «y proceder al estudio del nuevo texto constitucional que deberá ser aprobado por mayoría de dos tercios de ambas Cámaras» (art. 168.1 y 2), y c) la ratificación de la reforma por referéndum, exigible en todo caso (a diferencia de lo que ocurre con las demás revisiones parciales, en las que sólo se exigirá referéndum cuando lo solicite «una décima parte de los miembros de cualquiera de las Cámaras») (art. 167.3).

			
4. LEYES ORGÁNICAS Y LEYES ORDINARIAS

			Las «disposiciones legales del Estado» constituyen la primera fuente reguladora de las relaciones laborales enumerada en el art. 3.1.a) ET.

			a) De acuerdo con el principio constitucional de que «la soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado» (art. 1.1), el art. 66 de la Constitución declara que las Cortes Generales, formadas por el Congreso de los Diputados y por el Senado, «ejercen la potestad legislativa del Estado» (art. 66.2), en cuanto que «representan al pueblo español» (art. 66.1).

			La Constitución distingue dos tipos de leyes: las ordinarias y las orgánicas (esta terminología aparece en el art. 90.1), siendo estas últimas leyes cualificadas tanto en su importancia intrínseca —por la relevancia de las materias que se les reserva: desarrollo de los derechos fundamentales y las libertades públicas, aprobación de los estatutos de autonomía, régimen electoral general, etc.—, como en los requisitos exigidos para su aprobación, modificación o derogación —la mayoría absoluta del Congreso, en la votación final del texto normativo— (art. 81).

			b) Con la salvedad de esta mayoría cualificada, y, naturalmente, de la diversidad de materias reservadas a la ley orgánica (de la que hay unas venticinco menciones en la Constitución) y a la ordinaria (de la que hay un centenar aproximado de menciones), el procedimiento de elaboración de ambos tipos de ley es el mismo:

			—La iniciativa legislativa se atribuye tanto al Gobierno y a cualquiera de las Cámaras, como a las asambleas de las comunidades autónomas; asimismo se reconoce la «iniciativa popular», para cuyo ejercicio se exige la presentación de 500.000 firmas acreditadas (entre otras, no pueden ser objeto de iniciativa popular las leyes orgánicas, nueva diferencia con las ordinarias que conviene retener)25.

			—La Constitución mantiene la tradicional distinción entre proyectos y proposiciones de ley. Los primeros son acordados por el Consejo de Ministros, que los somete al Congreso, el cual, una vez aprobados, los remite al Senado, que puede aprobarlos, vetarlos o introducir enmiendas. En caso de veto del Senado (que deberá adoptarse por mayoría absoluta) el Congreso debe ratificar, para que continúe la tramitación, el texto vetado, o, en caso de simples enmiendas, pronunciarse sobre ellas (art. 90.2 Const., con expresión de las distintas mayorías exigibles en el Congreso según los casos).

			—En cuanto a las proposiciones de ley, la Constitución remite su tramitación a los Reglamentos de las Cámaras (art. 89.1)26.

			—Finalmente, la sanción, promulgación y mandato de publicación de las leyes corresponde al Rey [arts. 62.a) y 91].

			c) A diferencia de lo que preveía el Anteproyecto de Constitución, el texto definitivo de ésta no contiene una relación de materias objeto de reserva legal, si bien, como ya se ha indicado, son numerosas las remisiones expresas a cuestiones que han de ser reguladas por ley orgánica o por ley ordinaria27. Por lo que respecta a la materia jurídico-laboral, dispone la Const. que habrán de ser desarrollados por ley orgánica la libertad sindical y el derecho de huelga (art. 81.1, en relación con el art. 28), y por ley ordinaria, el estatuto de los trabajadores (art. 35.2), el derecho a la negociación colectiva (art. 37.1), el derecho a adoptar medidas de conflicto colectivo (art. 37.2) y la participación de los interesados en la Seguridad Social (art. 129.1). (Efectivamente, el texto originario del Estatuto de los Trabajadores, dentro del que también se regula la negociación colectiva, fue aprobado por L. 8/1980, de 10.3 —hoy rige la refundición operada por RDLeg 2/2015—; la libertad sindical se regula en la LOLS y, anómalamente, el derecho de huelga se sigue regulando por un RDL preconstitucional —el RDL 17/1977, de 4.3—, eso sí, adaptado a la Const. por TC 11/1981, de 8.4).

			Genéricamente dispone el art. 53.1 de la Constitución que el ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en el Cap. II del Tít. I podrá regularse «sólo por ley»; entre tales derechos y libertades —alguno de los cuales se acaba de citar, en cuanto afectado por una declaración de reserva de ley específica— se encuentran el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u oficio, a la promoción mediante el trabajo, a la remuneración suficiente (art. 35.1), así como la libertad de empresa y la defensa de la productividad28 (art. 38).

			Debe por último indicarse —y la Constitución da suficientes ejemplos de ello— que la norma aprobada por ley atrae sobre sí una presunción favorable a la importancia de su contenido; el solemne ropaje legal es indicio de que se está ante lo que se ha llamado «norma principal del ordenamiento jurídico del país»29.

			d) Sobre las potestades legislativas, y en general normativas, de las comunidades autónomas en materia laboral, vid. infra, 7.

			
5. DECRETOS LEGISLATIVOS Y DECRETOS-LEYES

			a) Al margen del procedimiento de elaboración de las leyes en sentido propio, las Cortes Generales pueden delegar en el Gobierno la potestad de dictar «normas con rango de ley» (los «Decretos Legislativos»; art. 85 Const.). Esta delegación legislativa (que en ningún caso puede operar respecto de las materias atribuidas a ley orgánica: art. 82.1 Const.) se funda en conocidas exigencias de eficacia y agilización del proceso normativo, y conoce dos vías, también presentes en el texto constitucional:

			—La aprobación de una ley de bases, cuyo desarrollo encargan las Cortes al Gobierno, para que éste formule un texto (o textos) articulado (caso de la derogada LPL de 1990).

			—La aprobación de una ley ordinaria disponiendo la refundición de varios textos legales en uno (casos de los vigentes ET, LISOS y LGSS).

			La Constitución se preocupa de limitar a través de una serie de cautelas concurrentes el ejercicio de las delegaciones legislativas. En tal sentido, y para evitar extralimitaciones en la potestad delegada del Gobierno, se exige que la delegación sea expresa, para materia concreta y con determinación de plazo fijo para su ejercicio. Al tiempo que se reitera que, al hacer uso el Gobierno de la delegación, ésta queda agotada, y que no caben delegaciones implícitas o por tiempo indeterminado, se prohíbe expresamente la «subdelegación» del Gobierno en autoridades distintas de él mismo (art. 82.3).

			Ese propósito de controlar con la mayor minuciosidad los términos estrictos en que ha de llevarse a cabo la delegación legislativa, hace que la Constitución exija que las leyes de bases determinen con precisión «el objeto y alcance de la delegación» y los «principios y criterios» por los que ha de regirse (art. 82.4), y que, análogamente, preceptúe que las leyes que autoricen refundiciones legales han de especificar si la delegación legislativa se limita a la pura y simple refundición en un texto único o si incluye también la tarea de «regularizar, aclarar y armonizar» los textos que han de refundirse (art. 82.5).

			Un caso peculiar de refundición legal es el contemplado en la Disp. Adic. 8.ª ET, que encarga sin plazo30 al Gobierno —encargo bien difícil de cumplir y seguramente por ello incumplido hasta ahora— recoger en un denominado «Código de Trabajo» todas las leyes laborales.

			b) Junto con las manifestaciones de legislación delegada examinadas —cuyo fruto es lo que la Constitución llama «Decretos Legislativos» (art. 85)— el texto constitucional reconoce la existencia de unas disposiciones legislativas provisionales, que el Gobierno puede dictar «en caso de extraordinaria y urgente necesidad»: los Decretos-Leyes.

			Tales normas, de carácter claramente excepcional, se ven restringidas, primeramente en cuanto a su posible contenido: ni pueden referirse a instituciones básicas del Estado, ni a los derechos y libertades regulados en el Título I de la Constitución, ni al régimen de las comunidades autónomas, ni al derecho electoral general (art. 86.1). Por añadidura, la excepcionalidad del Decreto-Ley31 se refleja en la obligatoriedad de su remisión al Congreso, que habrá de pronunciarse sobre su derogación32 o convalidación en el plazo de treinta días a partir de la promulgación del Decreto-Ley (art. 86.2); durante dicho plazo, las Cortes pueden tramitar el Decreto-Ley como proyecto de ley por el procedimiento de urgencia (art. 86.3).

			El ordenamiento laboral conoce múltiples ejemplos de importantes normas de este tipo. Entre las recientes cabe destacar: RDL 32/2021, de 28.12, de medidas urgentes para la reforma laboral, la garantía de la estabilidad en el empleo y la transformación del mercado de trabajo; RDL 16/2022, de 6.9, sobre trabajo al servicio del hogar; RDL 1/2023, de 10.1, sobre incentivos a la contratación laboral; RDL 2/2023, de 16.3, sobre pensiones; RDL 5/2023, de 28.6, sobre permiso parental y otras cuestiones; RDL 2/2024, de 21.5, sobre desempleo asistencial y otras materias; RDL 6/2024, de 5.11, sobre medidas urgentes de respuesta a los daños de la DANA; RDL 1/2025, de 28.1, sobre medidas frente a la vulnerabilidad social.

			Diversas razones aconsejan no profundizar en esta sede sobre la eventual flexibilización en el modo de fiscalizar el ajuste constitucional de este tipo de normas33. En todo caso, cuando no se justifica que estemos ante coyunturas que requieren intervención normativa inmediata la consecuencia es declarar su nulidad34.

			
6. REGLAMENTOS; DISPOSICIONES DEL GOBIERNO SOBRE REGULACIÓN SECTORIAL DE CONDICIONES DE TRABAJO

			Las disposiciones reglamentarias del Estado aparecen citadas, inmediatamente después de las legales, entre las fuentes reguladoras de las relaciones laborales, en el art. 3.1.a) ET.

			Mientras que la potestad legislativa en sentido estricto se residencia en las Cortes Generales (con independencia de que éstas la ejerciten por sí o deleguen en ciertos supuestos —texto articulado, texto refundido— en el Gobierno), el propio Gobierno ostenta una potestad normativa. La Constitución reconoce explícitamente este poder de normar del Gobierno al establecer que éste «ejerce […] la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes» (art. 97).

			Un primer análisis de la figura del reglamento —de tanta trascendencia en el Derecho del Trabajo— tal como aparece delineada en el texto constitucional, lleva a las siguientes afirmaciones:

			—La potestad reglamentaria se atribuye al Gobierno, lo que vale tanto como decir que los reglamentos han de ser aprobados mediante Decreto acordado en Consejo de Ministros y expedido por el Rey [art. 62.f) Const.]. Dado que la persona del Rey «no está sujeta a responsabilidad» (art. 56.3 Const.), la expedición de tales Decretos pende en su validez, como ocurre respecto de los demás actos jurídicos regios, del refrendo del Presidente del Gobierno o, en su caso, del Ministro correspondiente según la materia del Decreto (art. 64.1, en relación con el 56.3 Const.); sobre el refrendador recae la responsabilidad de los actos regios (art. 64.2 Const.).

			—La exigencia del art. 97 Const. de que la potestad reglamentaria se ejercite «de acuerdo con la Constitución y las leyes», no significa más que una repetición del principio general de que «los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico» (art. 9.1 Const.); principio que, aplicado a una potestad normativa como es la reglamentaria, desemboca en un tema de jerarquía de fuentes: el reglamento se supedita a la ley y, con ésta, a la Constitución (cfr. art. 6 LOPJ). De aquí que las materias reguladas por ley, bien porque la Constitución ordene la reserva legal, bien porque la ley, motu proprio, decida su competencia, constituyan un límite externo a la potestad reglamentaria. En sentido contrario, y frente a lo que pretendió el Anteproyecto constitucional (art. 79.1 y Disp. Trans. 1.ª), la Constitución no reconoce un ámbito reservado a la potestad reglamentaria, cuya función subsidiaria —normar en defecto de ley (cuando la materia no esté reservada a ésta) o a consecuencia de un llamamiento legal expreso— es patente.

			Lo que no cabe deducir del texto constitucional, a diferencia de lo que ocurría con sus precedentes del siglo xix35, es que en él se esté contemplando la figura del reglamento de ejecución y sólo ella; el art. 97 de la Constitución admite en su amplia dicción tanto el reglamento de ejecución como el autónomo36, si bien deja abierta la puerta a una concreción legal del ejercicio de la potestad reglamentaria. Tal concreción, en materia laboral, se ha producido en el caso de la promulgación del ET, cuyo art. 3.2 limita la función del reglamento al desarrollo de la ley: «las disposiciones reglamentarias desarrollarán los preceptos que establecen las normas de rango superior, pero no podrán establecer condiciones de trabajo distintas a las establecidas por las leyes a desarrollar».

			Por otra parte, son verdaderos reglamentos autónomos los Decretos reguladores de la mayoría de las relaciones laborales especiales (vid. Cap. XXI).

			Un tema de extrema delicadeza técnica y mayor importancia práctica es el relativo al titular de la potestad reglamentaria. Ya se ha dicho que el art. 97 de la Constitución atribuye dicha potestad al Gobierno y que, por añadidura, a los Ministros no se les reconoce otra misión en el proceso reglamentario que la de refrendar, cuando proceda, los Decretos acordados en el Consejo de Ministros y expedidos por el Rey (art. 64.1). En tal construcción no parece tener cabida la potestad reglamentaria de autoridades (entre ellas, los Ministros) distintas del Gobierno.

			Que así fuera no puede extrañar, a la vista de nuestros antecedentes37, fielmente continuados por la Constitución de 1978, a cuyo tenor el Gobierno monopoliza el poder reglamentario, y quedan desprovistas de él cualesquiera otras autoridades, entre ellas los Ministros.

			Ahora bien: lo que en términos jurídicos literales, tanto en una perspectiva actual como histórica, parece evidente, no deja de ser problemático en cuanto a su repercusión práctica; si los Ministros quedaran privados de su potestad de dictar normas reglamentarias (en materia laboral, pero no sólo en ella) el cúmulo de actividad normativa que recaería sobre el Gobierno sería de tal envergadura que, lisa y llanamente, impediría su funcionamiento. Es materialmente imposible que el Consejo de Ministros estudie, delibere y resuelva sobre todos los asuntos en que venían y vienen ejerciendo los Ministros su potestad reglamentaria. La Ley del Gobierno (L. 50/1997), aunque atribuye a éste la potestad reglamentaria, reconoce la existencia de reglamentos aprobados por Real Decreto y por Orden Ministerial (art. 24.2, modificado por L. 40/2015, de 1.10).

			Por supuesto, es ajustado a la Constitución que el Gobierno delegue su potestad reglamentaria en los Ministros para que éstos puedan desarrollar con mayor detalle un reglamento aprobado en Consejo de Ministros38, desarrollo reglamentario que se produce con frecuencia en la práctica39.

			
7. NORMAS LABORALES DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

			La nueva organización territorial del Estado implantada en la Constitución (art. 2; Tít. VIII) plantea el problema de la distribución de las potestades normativas entre el Estado y las comunidades autónomas.



OEBPS/image/TC001912_CUBIERTA.jpg
Alfredo Montoya Melgar
x>
DERECHO

DEL TRABAJO

CUADRAGESIMO SEXTA EDICION

REVISADA Y ACTUALIZADA
POR ANTONIO V. SEMPERE NAVARRO






OEBPS/image/tecnos_logo.jpg
4
1ecnos
| O





